VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA TRIGÉSIMA SEXTA SESIÓN ORDINARIA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DÍA 24 DE OCTUBRE DEL 2017, EN LAS INSTALACIONES DEL MISMO INSTITUTO.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO, COMISIONADO CIUDADANO PRESIDENTE.- Comisionada, Comisionados ciudadanos del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Ciudad de México, siendo las 17 horas con 30 minutos del 24 de octubre de 2017, solicito al licenciado Rodrigo Montoya Castillo, encargado de Despacho de la Secretaría Técnica, que proceda al pase de lista, con el fin de verificar si existe el quórum establecido por la ley, para la celebración de la Trigésima Sexta Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, a la cual se ha convocado.

Proceda, por favor, Señor Secretario. 

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO, SECRETARIO TÉCNICO.- Gracias, Comisionado Presidente. Buenos tardes, Comisionada, Comisionados.

Procedo a pasar lista de asistencia a los integrantes de este Pleno. 

Están presentes los siguientes Comisionados ciudadanos: Mucio Israel Hernández Guerrero, David Mondragón Centeno, Elsa Bibiana Peralta Hernández, Luis Fernando Sánchez Nava y Alejandro Torres Rogelio.

Señor Presidente, le informo que existe el quórum legal requerido para sesionar, de conformidad al Artículo 17 del Reglamento de Sesiones del Pleno del Instituto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias, señor Secretario.

En virtud de que existe el quórum legal establecido, se declara abierta la sesión, comisionada, comisionados, ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes procederemos al desahogo de los asuntos del Orden del Día de esta sesión. 

Es necesario indicar que el desarrollo de la misma será de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 21 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

Señor Secretario, haga favor de proceder a dar lectura al orden del día. 

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí Señor Presidente, el Orden del Día de esta Sesión Ordinaria es el siguiente: 

I. Lista de asistencia y verificación del quorum legal. 

II. Lectura, discusión y en su caso, aprobación de la Orden del Día. 

III. Presentación y análisis, y en su caso. Aprobación del Proyecto de Acta de la Trigésima Quinta Sesión Ordinaria del pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, celebrada el 19 de octubre del 2017. 

IV. Presentación, análisis, y en su caso, aprobación del proyecto de acuerdo mediante el cual se actualiza el padrón de sujetos obligados supeditados al cumplimiento a la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, y de la Ley General de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. 

V. Presentación, discusión y en su caso aprobación de un proyecto de resolución de recurso de revisión interpuesto ante el InfoDF en materia de solicitudes de acceso, rectificación, cancelación y oposición a datos personales. 

VI. Presentación, discusión y en su caso, aprobación de 31 proyectos de resolución de recursos de revisión interpuestos ante el InfoDF en materia de solicitudes de accesos a la información. 

VII. Asuntos generales.

Es cuanto, señor Presidente. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias, comisionada, comisionados, está a su consideración el Orden del Día, comisionado Alejandro Torres Rogelio, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias y muy buenas tardes a todos, quisiera si ustedes así lo consideran conveniente, incorporar un asunto en el Orden del Día, como punto número 5 antes de iniciar con los recursos de revisión que vamos a votar hoy, que tiene que ver con el Concurso de diseño del nuevo logotipo del Instituto. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien.

No sé si haya alguna otra consideración sino antes de ir a los recursos de revisión, agendamos este tema que tiene que ver con la convocatoria del logo que se ha emitido por este Instituto, para hacer el diseño de la imagen de este. Entonces está incluido, no sé si haya alguna otra consideración sino Señor Secretario Técnico para que lo pueda poner a consideración este Pleno. 

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Si, señor Presidente, señora comisionada, señores comisionados se pone a su consideración el Orden del Día con la modificación aquí señalada, quien esté de acuerdo, por favor, sírvanse manifestarlo. 

Se aprueba por unanimidad el Orden del Día de la Trigésima Sexta sesión ordinaria del pleno de este instituto correspondiente al año 2017. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien, vamos al siguiente punto del Orden del Día que consiste a la Presentación, análisis, en su caso  aprobación del Proyecto  de Acta de la Trigésima Quinta Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, celebrada  el 19 de octubre de 2017. 

Comisionada, comisionados, queda a su consideración el proyecto de acta. Si no hay observaciones quienes estén a favor, sírvanse por favor manifestarlo. 

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Se aprueba por unanimidad el acta de la Trigésima Quinta Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien, continuamos con  la Presentación, análisis, en su caso aprobación del proyecto de acuerdo mediante el cual se actualiza el Padrón de Sujetos Obligados, supeditados al cumplimiento de la Ley de Transparencia Acceso a la Información Pública, y Rendición de Cuentas  de la Ciudad de México y de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, por lo que solicito la aprobación de ustedes para que el licenciado Víctor Santos Casique encargado de despacho de la Dirección de Valuaciones, Estudios y Gobierno Abierto de este Instituto, haga la exposición correspondiente.

Le damos la bienvenida al licenciado Víctor Santos Casique y el uso de la voz pata que nos exponga este proyecto de acuerdo.

LIC. VíCTOR SANTOS CASIQUE.- Muy buenas tardes, comisionada, Presidente, comisionada, comisionados. 

La Dirección de Evolución, Estudios, y Gobierno Abierto propone el Pleno de este Instituto el Acuerdo mediante el cual se actualiza el Padrón de Sujetos Obligados supeditados al Cumplimiento a la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México y de la Ley General de Proyección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. 

La importancia de dicho instrumento normativo es dar certeza a los habitantes de la Ciudad de México para identificar aquellos sujetos obligados que deberán publicar la información señalada en las Obligaciones de Transparencia del Título quinto de la ley de la materia local. 

En este contexto las consideraciones en que se fundamenta el presente acuerdo son las siguientes:

El 7 de febrero del 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto pero el que se publican adicionan disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos modificando entre otros el Artículo 6º, en su apartado A, fracción primera que establece que toda la información de posición de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública, y solo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional en los términos que fijen las leyes.

En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias y  funciones y la ley determinara los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia  de la información. 

El Congreso de la Unión en cumplimiento del Artículo 2º transitorio de Decreto de Reforma en Materia de Transparencia, escribió la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, Ley General, la cual fue publica el 4 de mayo del 2015 en el Diario Oficial de la Federación, entrando en vigor el día siguiente de su publicación de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 1 transitorio de la referida ley. 

Que, en términos del 5º transitorio de la Ley General invocada, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal emitió el Decreto por el que se expide la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Revisión de Cuentas de la Ciudad de México, la cual fue publicada el día 6 de mayo en el 2016 en la Gaceta oficial de la Ciudad de México, entrando en vigor al día siguiente se su publicación. 

Que de conformidad con lo establecido en Artículo 37, párrafo primero de la Ley de Transparencia local, el Instituto es un órgano autónomo de la Ciudad de México, especializado, independiente, imparcial y colegiado, con personalidad jurídica y patrimonios propios, con plena autonomía técnica de gestión y financiera con capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, funcionamiento y resoluciones; responsable de garantizar el cumplimiento de la presente ley, dirigir y vigilar a los derechos de acceso a la información y la protección de datos personales conforme a los principios y bases establecidos por el Artículo 6o de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política de la Ciudad de México, la Ley General y las Leyes de Trasparencia local. 

Que en concordancia con el Artículo 2º de la Ley de Trasparencia local, toda la información generada, administrada, o con posición de los sujetos obligados es publica, considerada un bien común de dominio público, accesible a cualquier persona los términos y condiciones que establece la ley y demás normatividad aplicable. 

Que, de conformidad con el establecido con el Artículo 51 de la Ley de Trasparencia local, el InfoDF tiene como fin vigilar en el ámbito de su competencia el cumplimiento de las Disposiciones de Transparencia Acceso a  la Información Pública, Protección de Datos Personales  y Rendición de Cuentas, interpretar y aplicar y hacer cumplir los presentes aplicables de la Ley General de Trasparencia y Acceso a la Información Pública y de la Ley de Trasparencia local y de las que ella se derivan. 

Y garantizar en el ámbito de su competencia que a los sujetos obligados cumplan con los principios de constitucionalidad, legalidad, certeza, independencia, imparcialidad y objetividad en materia de trasparencia y acceso a la información pública señalados en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley de Transparencia local y demás deposiciones aplicables. 

Que se considera necesario contar con un padrón que identifica los sujetos obligados que en el ámbito local son responsables de cumplir directamente con la Ley de Transparencia local y la Ley General de Protección de Datos Personales en posesión de sujetos obligados, así como señalar aquellos que cumplirán con las obligaciones previstas en dichas leyes. 

Que, para la integración del padrón se consideró la normatividad aplicable y naturaleza jurídica de cada uno de los sujetos obligados en el ámbito local, afecto de poder integrar a los mismos de acuerdo con lo que establece el Artículo 6º constitucional, ya sea por órgano de gobierno o sector al que pertenecen. 

Que el siete de febrero del 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, modificando entre otros, los Artículos 6º y 16, a efecto de establecer que toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismo, así  como a manifestar su oposición en los términos que fija la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rigen el tratamiento de datos por razones de seguridad nacional, disposición de orden público, seguridad y razones de salud pública o para proteger los derechos de terceros.

Que el Congreso de la Unión, en cumplimiento al Artículo 2º transitorio del Decreto de Reforma en Materia de Transparencia, expidió la Ley General de Protección de Datos Personales en posesión de sujetos obligados, Ley General de Protección de Datos Personales, la cual fue publicada el 26 de enero del 2017 en el Diario Oficial de la Federación, entrando en vigor al día siguiente de su aprobación de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 1º transitorio de la referida Ley General. 

Que el Artículo 2º transitorio de la Ley General de Protección de Datos Personales establece la obligación de armonizar las leyes vigentes de las entidades federativas en materia de protección de datos personales, ajustando a las imposiciones previstas en dicha norma en un plazo de seis meses siguientes contados a partir de su entrada a vigor. 

Asimismo, en el párrafo segundo se determinó que en el caso de que las legislaturas de las entidades federativas omitieran total o parcialmente, se realizaran las adecuaciones legislativas a que haya lugar en el plazo establecido y resultaría aplicable de manera directa a la ley general en comento. 

Que, por lo anterior, en la Ciudad de México aplica la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados.

Que los sujetos obligados deberán cumplir con lo establecido, tanto en la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas como en la Ley General de Protección de Datos Personales en posesión de sujetos obligados.

Que para cumplir con los principios antes señalados y considerando a los sujetos obligados, indicados, a la ley de la materia, el Info tiene registrados al 10 de octubre del 2017 un padrón de 148 sujetos obligados distribuidos de la siguiente manera;

23 correspondientes a la administración pública centralizada. 

65 desconcentrados descentralizados, paraestatales y auxiliares.

16 a órganos políticos-administrativos. 

2 al órgano legislativo. 

2 al órgano judicial. 

7 al órgano autónomo.

10 a partidos políticos en la Ciudad de México.

Y 23 a sindicatos en la ciudad de México. 

Que, a fin de actualizar dicho padrón, el InfoDF realizo un análisis del que se desprende lo siguiente: 

a) Que con fecha 11 de mayo de 2017 fue publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, el Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley para la Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad del Distrito Federal, y que en su Artículo 47 se advierte que se crea el Instituto de las Personas con Discapacidad en la Ciudad de México, mismo que conserva todos los derechos y obligaciones del Instituto para la Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad del Distrito Federal. Esto último, de acuerdo con el Artículo 3º transitorio del decreto señalado. 

b) Que el 7 de junio de 2017 se publicó en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, el Nuevo Código de Instituciones y Procedimientos Electorales de la Ciudad de México y en su Artículo 14 fracciones 17ª y 27ª señala que se entiende por Instituto Electoral al Instituto Electoral de la Ciudad de México y por Tribunal Electoral al Tribunal Electoral de la Ciudad de México. Asimismo, el Artículo 17º transitorio del Código citado, señala que el Instituto Electoral del Distrito Federal ahora será instituto Electoral de la Ciudad de México y el Artículo 22º establece que las referencias que se  hagan a las autoridades del distrito federal, al Instituto Electoral del Distrito Federal y ala Tribunal Electoral del Distrito Federal, se entenderán realizadas a la autoridades de la ciudad de México, al Instituto Electoral de la Ciudad de México y al Tribunal Electoral de la Ciudad de México. 

c) Que le 1º de septiembre de 2017 se publicó en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el decreto por el que se expide la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, la cual, establece que los magistrados que con anterioridad a la entrada en vigor de la ley orgánica referida, que antes integraban las Salas Superior del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, ahora conforman el Pleno General del Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México y que las salas superior del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, hoy Ciudad de México se erigen la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México. En función de lo anterior, el 15 de septiembre de 2017 se publicó en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el Acuerdo del Pleno General de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, el cual en su acuerdo segundo establece que el Pleno General de la Sala Superior, con fundamento en los artículos del decreto por el que se establece, por el que se expide la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, declara formalmente instalado, al Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México.

d)  Que con fecha dos de junio de 2017 la titular del Mecanismo de Seguimiento y Evaluación del Programa de Derechos Humanos  del Distrito Federal, remitió al órgano garante el oficio SEMES-/ PDHCDMX/346/2017 por medio del cual señala que el nombre que corresponde a este órgano administrativo es: Secretaria Ejecutiva del Mecanismo de Seguimiento y Evaluación del Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal.  La Dirección de Evaluación y Estudios y Gobierno Abierto de este Instituto realizó un análisis exhaustivo para determinar lo anteriormente señalado y se advierte que el Artículo 3º tanto de la Ley del Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal publicada el 30 de mayo del 2011 y del Reglamento de Mecanismo de Seguimiento y Evaluación del Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal publicado el 23 de noviembre del mismo año, señalan que para efectos de la ley se entenderá por mecanismo al  Mecanismo de seguimiento y evaluación del programa de Derechos Humanos del Distrito Federal.  Sin embargo, el Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal reformado el 17 de abril de 2012, en su Artículo 7º, fracción primera, se advierte que se adscribe un órgano desconcentrado denominado Secretario Ejecutiva del Mecanismo de Seguimiento y Evaluación del Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal que tendrá las facultades que establece la Ley del Programa Derechos Humanos del Distrito Federal, asimismo el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México para el Ejercicio Fiscal 2017, en el capítulo  relativo a la erogación relativas a órganos desconcentrados se refiere a Secretaria Ejecutiva del Mecanismo de Seguimiento y Evaluación del Programa de Derechos Humanos. 

e) Que con fecha 11 de septiembre de 2017 se publicó en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, el Decreto por el que se reforman y adicionas diversas disposiciones del Reglamento Interior de la Secretaria de Seguridad Pública del Distrito federal, el cual en su Artículo 3º dispone que la Secretaria de Seguridad Pública del Distrito Federal contará, entre otros, con el Instituto Técnico de Formación Policial, hoy denominado Universidad de la Policía de la Ciudad de México. Asimismo, el Artículo 3º transitorio señala que a partir de la entrada en vigor de dicho decreto en todas las referencias que los ordenamientos jurídicos hagan al Instituto Técnico de Formación Policial deberán entenderse hechas a la Universidad de la Policía de la Ciudad de México. 

f) Que con fecha 20 de julio de 2016, mediante oficio número 700/178/ 2016 la procuraduría General de Justicia notificó a este Instituto que 255 trabajadores con plaza de base se encontraban afiliados al Sindicato Único de Trabajadores de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, motivo por el cual se le incorporo al Padrón de Sujetos Obligados. Sin embargo, dicho sindicato se promeso en señalar por mediante oficio SUTPGJDF/095/2017, de fecha 25 de agosto de 2017, que no recibe ni ha recibido recurso público alguno, toda vez que las prestación consagradas en las condiciones generales de trabajo vigentes las reciben sus agremiados vía dispersión de nómina y pago electrónico o en su caso cheque, siendo la función de la representación del Sindicato Único de Trabajadores de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, únicamente la de supervisar que reciban los beneficios obtenidos. La Dirección de Evaluación y Estudios y Gobierno Abierto corroboró lo anterior a través de la publicación de las Obligaciones de Transparencia de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, siendo que en la fracción 17ª del Artículo 121 de la Ley de Trasparencia Local, misma que solicita las Condiciones generales de trabajo, contratos o convenios que regulan las relaciones laborales del personal de confianza, así como de recurso públicos económicos, en especie donativos que sean entregados a los sindicatos y ejercen como recursos públicos, publican que no se asigna recurso públicos a la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal a sus sindicatos. Derivado de lo anterior, se propone al pleno la desincorporación del Sindicato Único de Trabajadores de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal del Padrón de Sujetos Obligados supeditados al cumplimiento de la Ley de Trasparencia  local y de la Ley General de Protección de Datos Personales.

g) Que con fecha 30 de junio de 2016, mediante oficio numero DG/CPIE/00454/2016 el Instituto de Vivienda del Distrito Federal notificó a este Instituto que su personal técnico-operativo se encontraban afiliados entre otros sindicatos, al Sindicato Independiente de Trabajadores Unidos del Instituto de Vivienda del Distrito Federal, motivo por el cual se le incorporó el Padrón de Sujetos Obligados, entre otros aspectos. Sin embargo, al realizar una nueva consulta al Instituto de Vivienda del Distrito Federal, dicho instituto informo por medio del oficio DG/DEAF/1165/2017, de fecha 6 de septiembre de 2017, que en dicha institución existen dos sindicatos, el Sindicato Independiente de trabajadores Unidos del Instituto de Vivienda del Distrito Federal y la Asociación Sindical de trabajadores del INVI. Y que, por lo que respecta el otorgamiento de recursos públicos el Sindicado Independiente de Trabajadores Unidos del Instituto de Vivienda del Distrito Federal, no recibe recurso alguno por parte del Instituto de Vivienda del Distrito Federal. La Dirección de Evaluación y Estudios y Gobierno Abierto corroboró lo anterior a través de la publicación de las Obligaciones de Transparencia del Instituto de Vivienda del Distrito Federal, siendo que en la fracción 16ª del Artículo 121 de la Ley de Transparencia local, misma que necesita las condiciones generales de trabajo, contratos o convenios que regulan las relaciones laborales del personal de base o de confianza, así como los recursos públicos económicos, en especie o donativos que sean entregados a los sindicatos y ejerzan como recursos públicos, publican que, en cumplimiento a la cláusula 37 del Contrato Colectivo de Trabajo, se realiza una sola entrega de recursos al ASTINVI, por la atención de actividades deportivas, recreativas y de desarrollo social para los  trabajadores y su familia, no así, para el Sindicato Independiente de Trabajadores Unidos del Instituto de Vivienda del Distrito Federal. Derivado de lo anterior, se propone al Pleno de este órgano garante la desincorporación del Sindicato Independiente de Trabajadores Unidos del Instituto de Vivienda del Distrito Federal del Padrón de Sujetos Obligados al Cumplimiento de la Ley de Transparencia local y de la Ley General de Protección de Datos Personales.

h) Que mediante el oficio DG-CTI/0300/2016, de fecha 29 de junio del 2016, el subgerente de Transparencia e Información Pública del Servicio de Transportes Eléctricos del Distrito Federal señaló que los trabajadores de dicho sujeto obligado se encontraban afiliados al Sindicato Alianza de Tranviarios de México, no obstante, mediante oficios y número de fecha 14 de agosto de 2017, el Secretario General del citado sindicato notificó a este órgano garante que existía una imprecisión en la denominación del sindicato, de tal forma que debe denominarse como Alianza de Tranviarios de México. 

Por lo planteado en los incisos a), b), c), d), e), f), g) y h), se concluye que deben subrealizarse las siguientes modificaciones al Padrón de Sujetos Obligados:

a) Se procede a cambiar la denominación del Instituto para la Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad del Distrito Federal por el Instituto de las Personas con Discapacidad de la Ciudad de México; del Instituto Electoral del Distrito Federal por el Instituto Electoral de la Ciudad de México; del Tribunal Electoral del Distrito Federal por el del Tribunal Electoral de la Ciudad de México; del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo de la Ciudad de México por el Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México; el del Mecanismo de Seguimiento y Evaluación del Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal por el de la Secretaría Ejecutiva del Mecanismo de Seguimiento y Evaluación del Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal; del Instituto Técnico de Formación Policial por la Universidad de la Policía de la Ciudad de México; del Sindicato Alianza de Tranviarios de México por Alianza de Tranviarios de México.

b) Se proceda a incorporar como sujetos obligados al Sindicato Único de Trabajadores de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal y al Sindicato Independiente de Trabajadores Unidos del Instituto de Vivienda del Distrito Federal, que derivado de la propuesta del cambio de denominación del Instituto de Personas con Discapacidad de la Ciudad de México, del Instituto Electoral de la Ciudad de México, del Tribunal Electoral de la Ciudad de México, del Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, de la Secretaría Ejecutiva del Mecanismo del Seguimiento y Evaluación del Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal, de la Universidad de la Policía de la Ciudad de México y de la Alianza de Tranviarios de México, el Padrón de Sujetos Obligados quedará conformado por 146 sujetos distribuidos de la siguiente manera: 23 correspondientes a la administración pública centralizada, 65 a desconcentrados, descentralizados, paraestatales y auxiliares, 16 al órgano político-administrativo, dos al órgano legislativo, dos al órgano judicial, siete al órgano autónomo, 10 a partidos políticos en la Ciudad de México y 21 a sindicatos en la Ciudad de México.

Que, de conformidad con las atribuciones establecidas en el artículo 22, fracción 7ª del Reglamento Interior del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, es facultad de la Dirección de Evaluaciones, Estudios y Gobierno Abierto, propone al pleno del Instituto, a través del Comisionado Presidente del Info, la actualización del Padrón de Sujetos Obligados supeditados a las obligaciones establecidas en la Ley de Transparencia local y la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados.

Que, de acuerdo con el Artículo 53, fracciones 8ª,  41ª y 44ª, y 55 de la Ley de Transparencia local, es atribución del Pleno del Instituto emitir las normas que faciliten su organización y funcionamiento, así como dictar todas aquellas medidas que para el mejor funcionamiento del Instituto y las demás que se deriven de la ley en la materia y otras disposiciones aplicables.

Por las consideraciones y fundamentos anteriormente expuestos, el Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, emite el siguiente acuerdo:

Primero.- Se procede a cambiar la denominación del Instituto para la integración del desarrollo de las personas con discapacidad del Distrito Federal, por el Instituto de las Personas con Discapacidad de la Ciudad de México; del Instituto Electoral del Distrito Federal por el Instituto Electoral de la Ciudad de México; el del Tribunal Electoral del Distrito Federal por el del Tribunal Electoral de la Ciudad de México.

El del Tribunal de lo Contencioso Administración de la Ciudad de México por el Tribunal de la Justicia Administrativa de la Ciudad de México, el del Mecanismo de Seguimiento y Evaluación del Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal por el de la Secretaría Ejecutiva del Mecanismo de Seguimiento y Evaluación del Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal.

El Instituto Técnico de Formación Policial por la Universidad de la Policía de la Ciudad de México y el Sindicato Alianza de Tranviarios de México por el de Alianza de Tranviarios de México.

Segundo.- Se aprueba la desincorporación del Padrón de Sujetos Obligados supeditados al cumplimiento de la Ley de Transparencia local y de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados al Sindicato Único de Trabajadores de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal y al Sindicato Independiente de Trabajadores Unidos del Instituto de Vivienda del Distrito Federal.

Tercero.- Al Instituto de las Personas con Discapacidad de la Ciudad de México, al Instituto Electoral de la Ciudad de México, al Tribunal Electoral de la Ciudad de México, al Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, a la Secretaría Ejecutiva del Mecanismo de Seguimiento y Evaluación del Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal, a la Universidad de la Policía de la Ciudad de México y a la Alianza de Tranviarios de la Ciudad de México, se les seguirá evaluando el cumplimiento de las obligaciones dispuestas en la Ley de Transparencia local y en la Ley General de Protección de Datos Personales, en los términos en que fueron programados para el Instituto para la Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad del Distrito Federal, al Instituto Electoral del Distrito Federal, al Tribunal Electoral del Distrito Federal, al Tribunal de lo Contencioso Administrativo de la Ciudad de México, al Mecanismo de Seguimiento y Evaluación del Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal, al Instituto Técnico de Formación Policial y al Sindicato Alianza de Tranviarios de México.

Cuarto.- El Comisionado Presidente de este Instituto, con el apoyo de la Dirección de Evaluación de Estudios y Gobierno Abierto, comunicará al Titular del Instituto de las Personas con Discapacidad de la Ciudad de México, al Instituto Electoral de la Ciudad de México, al Tribunal Electoral de la Ciudad de México, al Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, a la Secretaría Ejecutiva del Mecanismo de Seguimiento y Evaluación del Programa de Derechos Humanos del Distrito Federal, a la Universidad de la Policía de la Ciudad de México, al Sindicato Único de Trabajadores de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal y al Sindicato Independiente de Trabajadores Unidos del Instituto de Vivienda del Distrito Federal, y a la Alianza de Tranviarios de México, el contenido del presente acuerdo.

Quinto.- Se instruye a las unidades administrativas del Instituto para que, en el ámbito de sus competencias, realicen las acciones procedentes que se derivan del presente acuerdo.

Sexto.- Se instruye al encargado de despacho de la Secretaría Técnica para que, en el ámbito de sus atribuciones, realice las gestiones necesarias para publicar el Padrón de Sujetos Obligados supeditados al cumplimiento de la Ley de Transparencia local y a la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, conforme a su actualización mediante el presente acuerdo, así como publicar de forma íntegra dicho acuerdo en el portal de Internet del Instituto.

Séptimo.- El presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su aprobación.

Es cuanto, señora Comisionada, señores comisionados.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien.

Comisionada, comisionados, está a su consideración este acuerdo que, como ya se dio cuenta en el Pleno de manera suficiente y abundante, estamos actualizando los nombres de un par de sujetos obligados y desincorporando un par de sindicatos, que haciendo el rastreo no reciben recurso público.

¿No sé si haya alguna cosa?

Comisionado, por favor.

COMISIONADO DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muy buenas tardes a todas y a todos ustedes. Muchas gracias, Presidente. 

Yo quería aplicar la felicitación ficta, pero mejor no, decido realmente felicitar a la Dirección de Evaluación de Estudios y a todo el equipo, porque esta actualización permanente del Padrón de Sujetos Obligados nos permite tener la certeza jurídica que estamos cumpliendo con nuestra misión al abrir el acceso y la transparencia a todos los sujetos obligados que, conforme a ley, como bien dice la ley, o bien reciben recursos públicos o bien ejercen actas de autoridad.

En ese sentido, creo que es un buen logro y muchas veces no se dimensiona cuando no se tiene referencia. Hace unos meses me enteré que varios órganos garantes del día jamás actualizaron su Padrón de Sujetos Obligados desde que fueron creados, hasta que sucedió la Ley General y en la Ley General muchos de ellos están actualizando lo que la ley obliga y trae como nuevo, como algo sobresaliente, que son los sindicatos, los fondos públicos y otro tipo de sujetos obligados, pero que en general no existe esta labor de actualización en muchos órganos garantes del país.

Y nosotros desde el principio, desde el 2007 en adelante, hemos ido actualizando, hacemos muchas actualizaciones al año al año para, estamos siempre atentos de la creación de sujetos obligados, incluso en el cambio de nombre, como es el caso y que no es tampoco cosa menor.

Es un asunto de formalidad jurídica también, del nombre de las instituciones para que esté tanto el nombre en la plataforma como los ciudadanos conozcan a las dependencias, de acuerdo a su nombre adecuado y sobre todo cuando es de tal significación que el cambio de nombre viene con la conversión del anterior Distrito Federal en la Ciudad de México, que no es cosa menor, como ya se ha mencionado muchas veces por la Constitución que ya tenemos los habitantes de la Ciudad de México.

En ese sentido, pues reitero mi felicitación y continuamos con esta labor, sigamos atentos a los cambios que hay en los sujetos obligados para tener el padrón actualizado de manera inmediata cuanto sucedan los cambios.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien, muchísimas gracias.

Maestra, usted en el uso de la palabra, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias, buenas tardes, tardes, noches a los que nos siguen, nos acompañan física y virtualmente, buenas tardes señores Comisionados, señor Presidente, buenas tardes.

Bueno, aquí yo quisiera, igual, sumarme a las felicitaciones por el trabajo de actualización y el trabajo constante de la Unidad del Área de Evaluación que sí, la verdad es que es una de nuestras áreas que funciona muy bien, y no lo digo de ahora, lo digo de siempre porque la conocí en todos los ámbitos, la verdad es que muy bien.

Y sí, sí felicito y reconozco el trabajo del Comisionado que ha estado en esa área antes, cuando la dirigía, así es, desde que era el Director y ahora como Comisionado ha sido muy preocupado por este tema y la verdad sí me sumo a las felicitaciones y al trabajo que constantemente realizan y que es una labor no fácil, es demasiado trabajo el que se lleva a cabo en esa área, sin perjuicio, desde luego, de las demás del Info, para que nadie se vaya a sentir, ¿verdad? Pero bueno, esa es una de las más pesadas, por así decirlo.

Y en el otro, digamos, que en el otro sentido de mi comentario y por el cual pido la palabra, es que a mí me queda un poco de duda la exclusión de los sindicatos, me parece que no deberíamos hacer una distinción en donde la ley no distingue. Si bien es cierto, y a reserva de que yo pediría a este Pleno que tuviéramos mayores elementos para poder establecer, no solo con lo que se reporta por parte de ellos en las informaciones de, en las obligaciones de oficio que tienen que cumplir, si realmente reciben o no o ejercen o no recursos públicos, que ese es uno de los temas.

Me parece que tenemos que generar la certeza de que no realizan actos de autoridad o no hay un tema de interés público, que es a lo que se refiere la denominación de sujetos obligados, de acuerdo con nuestra ley, sobre todo porque, por ejemplo, es uno de los sindicatos que estamos excluyendo desde la Procuraduría y sí hay ahí un tema de interés público que deberíamos revisar para considerar que estén fuera de este contexto de sujetos obligados, como señala la ley, hasta dónde podemos también establecer ese punto.

Y dentro de esto, pues me sujeto a lo que dice también el artículo 138 que no nada más les obliga a establecer en sus obligaciones, valga la expresión, la relación detallada de recursos públicos económicos, sino también los contratos o convenios entre sindicatos, autoridades, el directorio del Comité, el padrón de socios o agremiados, una relación y otra serie de información que por la naturaleza de los sindicatos de que se trata, insisto, uno es el de la Procuraduría, pues me parece que sí deberíamos de tener más elementos para decidir realmente con certeza su exclusión de este padrón de sujetos obligados, porque además, igual y los podríamos estar excluyendo del cumplimiento de cualquier otra circunstancia que establece la ley y creo que eso no debe de ser.

Entonces, yo pediría, a reserva de tomar la decisión correcta, que el acuerdo, por el resto del acuerdo no tengo ningún inconveniente, solamente por lo que hace a la exclusión de estos sindicatos, con base solamente en establecer que no reciben recursos públicos cuando me parece que puede haber otros parámetros por los cuales son sujetos obligados.

Yo pediría que pudiéramos o reservar el acuerdo o, en todo caso, pues no estaría de acuerdo con este punto. 

Esa es mi postura. Muchas gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, entiendo la preocupación de la Comisionada Elsa Bibiana Peralta y comparto esa preocupación porque siempre ha sido un afán de este Instituto y ha sido un buen cumplimiento de sus obligaciones, del Instituto de poner a los sujetos obligados, en ese sentido iba mi felicitación, de que siempre conforme a la ley estamos muy atentos a quienes son sujetos obligados cumplan con, valga la expresión, sus obligaciones de ley.

El Artículo 79 de la Ley General de Transparencia dice a la letra: “Los sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos deberán publicar y mantener actualizada” y así dice por cuestiones de aquí del, que ando buscando en el teléfono la ley, a ver, me da la búsqueda hasta el Artículo 79, pero, si me dan un momentito. Es que aquí me hace las búsquedas.

Sí, en fin, ahorita con la búsqueda encuentro esa referencia, pero también en lo que se refiere a sujetos obligados, la definición de sujetos obligados se habla de los sindicatos que ejercen recursos públicos. En este caso los sindicatos no son una entidad que ejerza actos de autoridad y que sea de interés público, pues fundamentalmente con sus agremiados.

Entonces, realmente el criterio que se ha utilizado y se puede confirmar, porque nosotros también lo investigamos en el INAI, que es el referente nacional y tanto el INAI como los demás órganos garantes solamente incluyen en sus sujetos obligados a los sindicatos que ejercen recursos públicos, o sea, es la condición básica, porque la actividad de los sindicatos es una actividad privada en el sentido gremial de defensa de sus agremiados y únicamente se convierte en sujeto obligado cuando recibe recursos públicos porque tiene que dar cuenta del ejercicio de estos recursos públicos, por lo que se refiere al resto de la vida interna del sindicato, es un asunto del sindicato, de su dirigencia y de sus agremiados.

Por eso, aquellos sindicatos que no reciben recursos públicos no son sujetos obligados, e incluso siendo sujetos obligados únicamente dan cuenta de los recursos públicos que reciben y no dan cuenta de los recursos públicos que reciben de sus agremiados.

Digo, ésa es la lógica y así es como se está llevando a cabo en todo el país, nosotros lo revisamos y por eso es que solamente establecimos ese criterio, que ejerzan recursos públicos, si no es el caso, no son sujetos obligados.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- A ver, un par de cosas nada más para esclarecer perfectamente por qué estos sindicatos los estamos desincorporando del padrón de sujetos obligados, eso no quiere decir, primero, que no están sujetos a un mecanismo de transparencia, cuál es la característica que hoy tiene el que no sean sujetos obligados, que hoy los sindicatos en la Ciudad de México son sujetos obligados en términos de que tiene que tener un portal, una Unidad de Transparencia, tienen que contestar solicitudes de información y tienen que hacer todo ese asunto.

Eso no está en la Ley General, en la Ley General lo que dicen es: “Pues a través del sujeto obligado” en Ciudad de México afortunadamente nadie vio eso en el asunto de la ley, pero hoy en Ciudad de México los sindicatos son sujetos directos en el asunto de transparencia y evidentemente el padrón de sujetos obligados de sindicatos están obligados a tener obligaciones de transparencia, a tener un portal, a tener un INFOMEX, a tener una serie de cosas.

¿Cuál es la condición? Lo que dice el Comisionado David Mondragón, que recursan, que ejerzan o tengan recursos públicos, ese es el, digamos, el elemento clave del asunto, ¿qué pasa con estos dos sindicatos? En el caso del Tribunal, no es cierto, del sindicato de la Procuraduría, claro que tienen un contrato colectivo y una serie de cosas, pero los recursos no los ejerce el sindicato.

Es decir, vienen, no sé por qué, descontados, básicamente aplicados, digamos, en la nómina a cada uno de los trabajadores del sindicato, de tal manera que el sindicato por sí no recibe ningún tipo de recurso o ejerce ningún tipo de recurso público, sino lo hace a través vía nómina y ahí se aplica, precisamente, todo el mecanismo.

¿Qué implica esto? Implica que el sindicato, digamos, el sujeto obligado, la Procuraduría tendrá que hacer el ejercicio de transparencia o de los recursos públicos que da el sindicato, pero a través del mismo, del portal y no del sindicato porque lo que descubrieron, una cosa extrañísima, es que no, que el sindicato por sí mismo no recibe ningún tipo de recurso público y todo se da a través, precisamente, de vía nómina con los trabajadores.

Entonces, ante el no ejercicio de recurso público y con esta peculiaridad, claro, lo desincorporamos como en el padrón de sujetos obligados de nosotros porque eso lo obligaba a tener un portal, a trasparentar esto, eso no quiere decir que las obligaciones contenidas, 137, 138, particularmente de la ley, no se hagan, pero ¿quién lo hará? Precisamente lo va a tener que hacer el sujeto obligado.

Y en el caso del INVI, el sindicato prácticamente está desapareciendo, o sea, está desmantelado, no tiene, o sea, no hay evidencia ni, digamos, ni siquiera de su existencia, pues, o sea, entonces, bajo esas dos lógicas por eso los estamos, evidentemente, desincorporando como sujetos obligados, yo diría acá, directos, porque finalmente ésta es la característica que tenemos en Ciudad de México, que los sindicatos sí son sujetos obligados directos, en términos de que deben de cumplir como si fueran un sujeto obligado.

Claro, esa es la razón por la que finalmente hemos venido acompañando en el Instituto a los sindicatos para que pueda montar sus portales, un poco el anuncio es que los primeros portales del sindicato los vamos a tener la próxima semana, una presentación pública de todo lo que tiene que ver con las obligaciones de transparencia, cómo están los portales, cómo está este asunto. Eso tampoco ha pasado a nivel nacional y no creo que pase, en Ciudad de México siempre fiel a nuestra capacidad de innovación, pues lo vamos a, vamos a tener portales específicos de sindicatos, las primeras presentaciones serán la próxima semana.

Estamos afinando con un par de sindicatos que ya tienen portales cómo salir y evidentemente, un poco la preocupación del Comisionado es el tema de si son o no, pues claro, son sujetos de transparencia, el asunto es cómo hacemos el ejercicio de transparencia, a través de ellos, que es como básicamente todo nuestro padrón de sujetos obligados en los sindicatos o lo hacemos a través del sujeto obligado que le da recursos y en estos dos casos, pues tendrá que ser tanto el INVI como la Procuraduría quienes transparenten el ejercicio, digamos, de lo que tienen y ahí tendrán que colgar en su portal, pues todo lo que 137, 138 obliga al tema de los sindicatos.

Es decir, lo estamos desincorporando pero no, eso no quiere decir que estemos excluyendo la obligación que tienen de trasparentar, sino lo estamos haciendo por otra vía, no directamente con los sindicatos, esa es la característica que tiene este asunto y por eso estamos diciendo, claro, tú no tienes obligación de presentar un portal, una de esa cosa porque no hay evidencia de que tenga recurso público, pero evidentemente el sujeto obligado todo lo que le da el sindicato, pues tendrá que transparentarlo, ese es un poco el tema de la lógica que estamos así.

Y por eso estos dos sindicatos, que son muy raro, o sea, a mí me llama mucho la atención de la Procuraduría porque todos los recursos se los dan vía nómina y el sindicato no ejerce ningún tipo de recurso público.

Y el otro está inexistente, es un problema porque no, ni siquiera se ha podido contactar y medio hemos podido contactar dos o tres veces y están en, o sea, prácticamente está desmantelando el asunto del sindicato.

Comisionado, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, nada más para agregar que ya encontré el artículo que andaba buscando, es el 1° de la Ley General donde está el objeto, dice Artículo 1, el primer párrafo, la presente ley, etcétera y el segundo párrafo dice: “tiene por objeto establecer los principios, bases generales y procedimientos para garantizar el derecho de acceso a la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos”.

Entonces, ese criterio se le aplica, tanto a las personas físicas y morales que reciban recursos públicos, si son personas físicas y morales que no reciben recursos públicos no pueden ser sujetos obligados y también los sindicatos, por supuesto.

Creo que esto nos da certeza en ese sentido y nos da tranquilidad para la preocupación que expresaba la Comisionada Elsa Bibiana Peralta.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Maestra, por favor, usted en el uso de la voz.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias, maestro.

Es que a mí una de las cosas que me llama la atención, precisamente, es que, a ver, si deja de ser sujeto obligado, pues deja de recibir las solicitudes de transparencia, deja de hacer una serie de cosas o, ¿va a ser medio sujeto obligado?

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Sujeto indirecto a través del sujeto obligado que da recursos.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Okey, porque esa es la duda que a mí me asalta, y bueno, nuestra ley, si bien ya leyó el Comisionado la Ley General, nuestra ley en el mismo Artículo 1° en el segundo párrafo agrega este tema del interés público en la Ciudad de México, o sea, es un tema de interés público aquí el que este sindicato, sobre todo estos dos, sobre todo por la naturaleza de las dependencias de que se trata, sí sería de interés público conservar el tema de que sean sujetos obligados independientemente de que reciban o no recursos públicos, cosa que yo considero que deberíamos fehacientemente tener acreditado, no sólo por el tema de que no publican o publican en el portal, sino realmente acreditado que no reciben recursos públicos y que bueno, pues eso tendría que acreditárnoslos el propio sujeto obligado.

Entonces, esa es la parte que yo necesitaría información para poder considerar que ellos están excluidos de lo que señala la propia ley y reitero, la misma ley de nosotros establece para los sindicados algún capítulo en especial donde refiere lo que se debe hacer y es de interés público el tema de que los sindicatos trasparentes, es uno de los logros que además nosotros presumimos antes, inclusive de que estuviera la Ley General que ahora lo contempla, porque ya nuestra legislación, como usted refiere, pues ya lo contemplaba porque el tema de la transparencia en los sindicatos es, precisamente, no sólo que se rindan cuentas respecto de los recursos que recibe, sino además de toda una serie de acciones que sobre la base de lo que ellos actúan se generan también decisiones de los sujetos obligados con los que están ligados porque hay temas laborales, hay temas de recursos públicos que se utilizan para el incremento de salarios, para prestaciones, para muchas otras cosas.

Entonces, ligar a los sindicatos con el, o al sindicato en particular con la dependencia de la que se trata, pues también es un tema de poder cruzar información, ¿no? 

Entonces a mí me parece que abona más a un también de interés público el que se les conserve que además nuestra ley y nuestra definición en el Artículo que leí hace rato que es la fracción XLI del Artículo 5 en relación con el primero que acabamos de leer, pues aquí a mí me parece que hay un tema de interés público por el cual debieran conservarse estos sindicatos y no tengo, insisto, más elementos para poder considerar lo contrario y excluir, establecer un factor que los excluya de la ley en este supuesto.

Entonces, yo no estaría de acuerdo con esa parte.

Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, por favor.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, muchas gracias.

Digamos, la ley da, digamos, la salida a estas dos interrogantes que planteaban y lo comentó muy bien el Comisionado David Mondragón en el Artículo 1° que habla de los sindicatos entre fideicomisos, fondos, así como de cualquier persona física o moral y aquí está, que reciba ahí, no reciba y ejerza recursos públicos, caso que no sucede con el sindicato que se está planteando.

Y la salida que planteaba también el Comisionado Mucio, la ley nos establece en el Artículo 147, por eso se define precisamente el criterio del INAI con los órganos garantes, el criterio que estableció el Comisionado David Mondragón y el tema de un sujeto, digamos, de manera indirecta, el 147 da la salida, dice: “toda persona moral, organizaciones de la sociedad civil, sindicatos o cualquiera otra análoga que reciban recursos públicos por cualquier concepto exceptuando ––y ahí habla de las cuotas sindicales–– deberán proporcionar a los sujetos obligados, ––que es el caso que está planteado en este momento–– de los reciban la información relativa al uso, destino y actividades que realicen con tales recursos”.

Yo creo que los dos artículos, el 1° y el 147 se puede explicar perfectamente dónde, digamos, de alguna manera quedan sujetos a la ley de manera indirecta y precisamente da esta salida sin ningún problema para poder proceder a lo que están haciendo por parte de la Dirección de Evaluación.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Yo nada más un par de acotaciones y ahorita le cedo la palabra al Comisionado David Mondragón Centeno.

A ver, no los estamos excluyendo de la ley, no estamos haciendo un régimen de excepción de estos dos sindicatos, ¿qué estamos haciendo? Estamos, básicamente, diciendo que son sujetos de transparencia de manera indirectos y que el ejercicio del recurso público que reciben lo tendrá que hacer el sujeto obligado porque ellos no ejercen recurso público, ¿cómo lo sabemos? Porque sí se ha acreditado por un tema básicamente que no solamente se le preguntó al sindicato, sino se hizo una pesquisa y una serie de documentales que aporta, digamos, nuestra Dirección de Evaluación para saber específicamente que, efectivamente, en el caso de la Procuraduría, que es un tema muy peculiar, no se lo dan al sindicato, o sea, el sindicato no recibe nada.

¿Quién recibe por contratos colectivos de trabajo, condiciones generales de trabajo y todo lo que tengan? Los agremiados al sindicato vía nómina y el sindicato, que finalmente los sindicatos, pues digamos, uno de los mecanismos que traen es que a ellos tienen el ejercicio del recurso público y ellos distribuyen a través de los mecanismos que tengan y eso es, evidentemente, lo que se trasparenta.

En este caso no tenemos eso, lo que tenemos es directo al trabajador y entonces quien tiene que tener el mecanismo para informarnos sobre todo este tema, pues es el sujeto obligado. Esto no quiere decir que los sindicatos que están constituidos no tengan que ver con 137 y 138 y nosotros les hemos dicho, además 121, 122, algunas fracciones, digamos, eso en concordancia con todo el asunto nacional, 137, 138 y lo que tiene que ver con, precisamente, bueno, con todo el asunto de los portales.

Claro, nosotros estamos poniendo la vara muy alta en términos de los sindicatos y a los sindicatos que reciben y ejerzan recursos públicos, lo que hemos generado es un mecanismo de tratarlos como sujetos directos de transparencia; es decir, tienen una Unidad de Transparencia, tienen INFOMEX, tienen un Comité, tienen una serie de cosas, claro, ¿son análogos las instituciones a los sindicatos? No, por eso, evidentemente, nos hemos tardado tanto en poder habilitar a los sindicatos como sujetos directos de transparencia porque, como bien lo mencionaba la maestra, nosotros desde hace ocho años ya teníamos a los sindicatos como sujetos indirectos de transparencia.

¿Quién era quien hacía el ejercicio de transparencia? La Junta Local, claro, el récord de solicitudes era atroz, de 900 solicitudes de información a sindicatos, el récord era 899 no contestadas, claro, nosotros ya teníamos esa experiencia, ¿qué necesitábamos? Que los sindicatos fueran sujetos obligados directos.

Y por eso, digamos, los otros restantes sindicatos son sujetos directos con todas estas características, tienen claves de INFOMEX, repito, son equiparables a una institución, estos dos por no ejercer, eso no quiere decir que no tengan y que no sean un sindicato con interés, claro, lo tienen, ¿qué estamos haciendo con esta desincorporación? Diciendo que son sujetos indirectos de transparencia.

Esa es, digamos, no es nada más la, claro, porque suena claro, lógico para el sentido común decir si los excluyen del padrón, pues no van a ser sujetos obligados porque el asunto es que de todas maneras todo mundo tiene obligación de transparentar vía el sujeto obligado que da los recursos públicos para las funciones del sindicato y eso estamos simplemente, o sea, decirle a estos dos sindicatos no van a tener, porque no pueden, o sea, porque no tienen oficina, porque no van a poder tener una Unidad de Transparencia y claro, solicitudes de información se harán a través de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado.

Claro, muchos sindicatos tienen una Unidad de Transparencia que va a recibir directamente las solicitudes y ellos contestarán respecto a lo que es público. Estos dos no, o sea, lo harán a través del sujeto obligado.

Esa es nada más la característica, digamos, que estamos metiendo por eso, digamos, no los excluimos de la ley porque no lo estamos excluyendo de la ley, estamos metiéndolos en un régimen de transparencia a estos dos sindicatos, pero con características específicas, que eso es un poco lo que y claro, o sea, digamos, para que nuestro Director de Evaluación pudiera presentarnos este proyecto, pues ha documentado totalmente el asunto de que no hay un ejercicio de recursos públicos por parte del sindicato.

Claro, fue muy complicado, yo mismos me he reunido con el líder sindical de la Procuraduría y yo no entendía por qué siendo líder de un sindicato tan importante no recibía recursos públicos y, ¿me explicó? No, porque todos se los dan directo, vía nómina, vía recibo a los trabajadores.

Dije: “bueno, qué cosa tan extraña, pero así es”, en la viña del señor, dice mi abuela, hay de todo.

Entonces, ese es el tema.

Comisionado, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- De acuerdo a como está la ley nadie puede ser excluido de las cuentas, dado que los sujetos obligados directos tienen que rendir cuentas de lo que reciben y de lo que ejercen, al darle ellos algún recurso a cualquier persona física, moral o sindicato tienen que dar cuenta de ello, tanto vía obligaciones de transparencia como vía acceso a la información pública.

De tal manera que, en este sentido, pues podemos ver y constatar que desde el 2006 que fue creado este Instituto los sindicatos, personas físicas y morales ya eran en la práctica sujetos obligados indirectos porque la gente solicitaba información acerca de ellos y en los portales de internet los sujetos obligados daban cuenta de cómo ejercían los recursos y a quién se los daban.

Y en el 2008, ya con la reforma a la ley, pues este asunto que se daba en la práctica ya se estableció de manera formal, precisamente, para dar más certeza jurídica y garantizar mejor el derecho de acceso a la información y la transparencia.

Nosotros aquí en el Instituto, en la Ciudad de México tuvimos como sujetos obligados a los sindicatos indirectos desde el 2008, cosa que no sucedió a nivel nacional ni en la mayoría de los estados, sino fue hasta la reforma del año, del 2015, en la reforma de Ley General de 2015 cuando se dio esa circunstancia.

Entonces, nosotros, pues por supuesto que estamos en ese afán, estamos con ese compromiso y estos sindicatos, pues obviamente no desaparecen del mapa, sino que siguen siendo sujetos obligados, en esta ocasión de manera indirecta porque no reciben recursos públicos directamente, no ejercen recursos públicos.

Y de los recursos que reciban, pues dará cuenta a través de, como decía el Presidente, caso sui géneris, dará cuenta a través del sujeto obligado directo. Creo que eso nos da certeza y a mí la confianza de saber que estos sindicatos van a seguir en el mapa de la transparencia y que, en ese sentido, pues también estamos cumpliendo con una obligación de ley porque ellos no reciben y ejercen recursos públicos, sino son directamente los trabajadores a través de la nómina en un caso, en el otro caso es un sindicato que no opera y tampoco recibe recursos públicos ni los ejerce.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- ¿Alguien más?

Sí, por favor, maestra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- A ver, una pregunta, entonces ¿tenemos dos padrones? ¿sujetos indirectos o directos? No, es que a mí eso es lo que me salta, lo que estamos diciendo es que, a ver, son sujetos obligados todos, de acuerdo a lo que establece la nueva ley, si los excluimos ya no van a ser sujetos obligados, en términos de la ley, no serían ni indirectos porque no tenemos otro padrón, nada más tenemos uno, que dice sujetos obligados.

Y a mí la parte que me queda dudas es ésa, que la ley no nada más establece en los casos de que reciban o ejerzan recursos públicos, dice, coma, realice actos de autoridad y pone: o de interés público en la Ciudad de México, aquí me parece que en algunos casos habrá que analizar si realizan actos de autoridad, porque puede ser que sí lo hagan y en el caso que son de interés público, si son de interés público; son sindicatos que forman parte de dependencias de gobierno. 

Entonces, para mí que sí hay un interés público en transparentar en todos los sentidos lo que ellos hacen, porque además habrá quien tenga interés en hacerles solicitudes de acceso y una serie de cuestiones que como sujetos obligados tienen que atender. No tenemos otro padrón donde vayan a estar como sujetos indirectos, son sujetos obligados todos. entonces, si los sacamos de esa naturaleza de sujeto obligado, puede ser que por ejemplo en el caso del otro sindicato que refieren, a reserva de contar con la información, les decía, respectiva, en el caso del otro sujeto que refieren que no existe y no aparece por la sola circunstancia de que no exista no podemos darlo de baja si existe ante las autoridades laborales un registro, un registro que no haya sido cancelado, un registro que la autoridad no le haya eliminado su carácter de sindicato, aunque no tenga oficina, aunque no tenga agremiados, aunque no tenga nada, hay una autoridad laboral que lo tiene registrado; si la autoridad laboral nos dice que su registro fue cancelado como sindicato entonces sí podríamos darlo de baja, pero no es el caso. Me parece que ahí deberíamos de abundar por ese lado.

Y por el otro lado, por el caso de la Procuraduría, insisto, hay un tema de interés social, no nada más lo único que hacen los sindicatos es el tema de los recursos, hay una serie de obligaciones genéricas previstas en el artículo 24 de la Ley General de Transparencia, hay una serie de obligaciones comunes y obligaciones específicas en tratándose de su naturaleza, de su conformación.

Hay varias cuestiones de interés público que deberíamos de considerar que tienen que ver con las directivas del sindicato, con los agremiados y con las instancias, y no hay que perder de vista que el tema de sindicatos construye confianza.

Una de las cosas que ha causado más inquietud por opacidad es el tema sindical, y no podemos excluir a un sindicato nada más porque digamos “Pues no le dan dinero”. No, a ver, hay otra serie de factores que la misma ley establece, sobre todo, insisto, en tratándose de sindicatos que tienen que ver con dependencias de gobierno, la necesidad de poder transparentar lo que están haciendo dentro del contexto de la Ley de Transparencia y sin perjuicio de la transparencia sindical que se rige por las leyes laborales, sí tenemos aquí qué considerar las circunstancias por las cuales debe considerarse de interés público que este sindicato de la Procuraduría siga siendo un sujeto obligado, porque no tenemos otro padrón para decir: “Bueno, sí, lo sacamos como sujeto obligado, pero va a seguir rindiendo cuentas”. ¿Con base en qué? O en qué otras circunstancias si lo estamos excluyendo como sujeto obligado.

Por eso yo preguntaba, ¿tenemos otro padrón de sujetos obligados indirectos? No, ¿verdad?, eso no existe. Entonces, a mí me parece que debemos aquí tener mucho cuidado en esto que estamos haciendo, y yo reiteraría, no hay elementos para poder excluir a ninguno de los dos de ese padrón de sujetos obligados y, por el contrario, tendríamos que allegarnos de mayores elementos para considerar con certeza por qué razón no deben ser ya sujetos obligados.

Y yo seguiría sosteniendo la postura. Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Antes, porque el Comisionado está, una hipótesis fundamental.

El tema precisamente del ejercicio de transparencia en los sindicatos tiene que ver con la condición de que ejerzan recursos públicos, ese es el tema, acá estamos en presencia precisamente de no, es decir, no es que no haya recursos públicos porque hay un Contrato Colectivo de Trabajo y una serie de cosas, pero el ejercicio de recursos públicos no se da a través del sindicato, que es el caso del tema de los trabajadores de la Procuraduría.

Cuando yo digo sujetos indirectos no quiere decir que tengamos dos padrones, sino yo siempre pongo el ejemplo maravilloso cuando en la Ley General se discutió el tema precisamente de la ley y hubo un diputado de Nueva Alianza que generó una verdadera conmoción, porque lo que planteó es que todo quien recibía recursos públicos tuviera que transparentar, claro, el problema yo veía es un tema un poco de novatez en términos de que básicamente eso implicaría que las mamás, los niños talentos, tuvieran una unidad de transparencia y esas cosas.

¿Qué era la lógica? Vira un poquito y entonces es quien da todos esos recursos públicos son los obligados a transparentar.

¿Qué pasa con las obligaciones de transparencia comunes? Esas obligaciones de transparencia comunes tienen que ver precisamente con el seguimiento de los recursos públicos que tienen que ver con sindicatos.

Si nosotros vemos el Artículo 121, la fracción XVI, ahí se establece que todos los sujetos obligados tendrán que transparentar las Condiciones Generales de Trabajo, contratos o convenios que regulen las relaciones laborales del personal de base o confianza, así como los recursos públicos, económicos, en especie o donativos que sean entregados a los sindicatos y ejerzan como recursos públicos; es decir, en este caso el sindicato precisamente de la Procuraduría tendrá que estar sujeto acá. ¿Pero en dónde? A través de sujeto obligado.

Y, segundo, dice: “Además de cumplir con lo señalado 138 de los sindicatos, dice, los sindicatos habitarán un sitio de internet para cumplir con sus obligaciones de transparencia y permitir el acceso a la información. Los sindicatos podrán habilitar este sitio de internet por sí o a través de los sujetos obligados que les asignen recursos públicos”. Que en ese caso estaríamos hablando precisamente que el sujeto obligado tendrá precisamente la obligación que transparentar todo lo que tenga que ver con este sindicato.

A mí me parecía la razonabilidad de la maestra en términos precisamente de decir, es que pareciera que si es un sindicato tiene que ser un sujeto obligado y, por lo tanto, estar sujeto a un régimen de transparencia específico. El problema es que nos encontramos con una lógica en donde no hay ejercicio de recurso público por parte del sindicato. Y la razón para transparentar a los sindicatos como sujetos directos, es decir, con todas las obligaciones, es que sí reciban recurso público.

¿Por dónde vamos a transparentar? Eso no quiere decir que no le demos seguimiento al dinero que la Procuraduría entrega al sindicato. ¿Por dónde lo vamos a hacer? Por el propio sujeto obligado, que evidentemente tendrá que transparentar todo lo que le da el sindicato y lo mismo tendrá que transparentar todo el tema: “No, es que sí le da, pero no se lo el sindicato”.

Es decir, vamos a poner un ejemplo: le da 10 millones de pesos, pero esos 10 millones de pesos anuales los prorratea a través de la nómina de manera directa a cada uno de los trabajadores. En otras instituciones se lo da al sindicato y ese sindicato que tiene 10 millones de pesos hace diferentes cosas para darlos como, lo que sea, según sus condiciones generales de trabajo, en este caso no es así; o sea, si hay un convenio, si hay un contrato, si hay condiciones generales, pero nunca le llega el recurso al sindicato, le llega de manera directa al trabajador y no le llega nada en especie, todo es líquido y nunca lo ve el sindicato. Sí hay un sindicato, por supuesto, sí hay una representación sindical, pero nunca le llega el dinero al sindicato, nunca lo administra. 
¿Por dónde pasas? Por los trabajadores, claro, es una cosa extraña, pero no podemos obligar al sindicato a que tenga, o sea, a que tenga que compararlo con una institución, porque los otros sindicatos sí los estamos comparando con una institución.

¿Qué implica eso? Que el recurso público, la institución tendrá que transparentarla y tendrá que decirnos cuánto le da, porque es la institución la que da y además lo dispersa en nómina, que esa es la otra característica, lo dispersa en nómina, nunca se lo da al sindicato, siempre hay una intermediación con el sindicato. 
Por eso las negociaciones de las Condiciones Generales de Trabajo y esas cosas son tan complicadas porque tienen que ver con los recursos que los sindicatos reciben, ejercen y administran en este caso, es que no defiendo al sindicato ese, pero tiene una característica rarísima, excepcional y, además, o sea, yo me entrevisté dos veces con el secretario y le dije: “A ver, secretario, no puede ser que tú siendo secretario de esa cosa no recibas dinero”. 
Pues me dice: “No recibo dinero”. “¿Pues entonces cómo les llega el dinero a los trabajadores?” “Vía nómina”. “¿Cómo que vía nómina?” “Pues sí, tanto dinero y está en su recibo, nosotros no vemos nada, está en las condiciones”. ¿Quién tiene que transparentar? El sujeto obligado.

Comisionado David Mondragón y luego la maestra.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Una de las preocupaciones principales que se han dado y que están en el dictamen de la Ley General, es que los sindicatos deben de transparentar el ejercicio de los recursos para ver que esos recursos lleguen a los trabajadores, se ocupen en los fines para los cuales fueron solicitados porque el sindicato puede pedir apoyo a la dependencia para efectos culturales, para efectos deportivos, para efectos de apoyo de salud, de apoyo psicológico, muchos apoyos que pueden dar los sindicatos a sus agremiados, y la preocupación fundamental, en mi opinión particular, pues es esa, ver que la transparencia de los sindicatos nos ayude a ver que esos recursos lleguen a los trabajadores y se ocupen en los fines para los cuales fueron entregados por las dependencias.

En este caso de la Procuraduría lo que tenemos es que el sindicato, que es una persona moral, es una figura jurídica representada por una dirigencia, la dirigencia no recibe un quinto, sino que directamente la procuraduría a través de la nómina le da los recursos. 
Entonces, ahí ya tenemos certeza a través de la nómina de que esos recursos están llegando a los trabajadores. Por una parte.

Por otra parte, el hecho es que la dirigencia, el sindicato, la persona moral, la persona jurídica no está recibiendo recursos, los reciben los trabajadores, es un caso sui generis, pero no entra en el supuesto de que el sindicato reciba recursos públicos. Es una cosa.

Otro punto, pasando al punto es, ¿los sujetos obligados indirectos existen en el país? Sí existen, existen los sujetos obligados indirectos. ¿Y para que existan es necesario que en los órganos garantes haya dos padrones? No, no es necesario, ningún órgano garante en todo el país tiene dos padrones y, sin embargo, los sujetos obligados indirectos existen, nadie tiene dos padrones. 
No vamos a tener nosotros tampoco dos padrones porque también los sujetos obligados indirectos lo son en esa condición porque no es previsible cuándo y cómo van a recibir recursos, es difícil, es una circunstancia la mayoría de las veces muy coyuntural en donde hay acuerdos, hay convenios, hay programas de gobierno o hay programas sociales en donde se determina entregar recursos y entonces son sujetos obligados indirectos dependiendo de ciertos supuestos y no podemos tener, simplemente es imposible, es materialmente imposible que el Instituto, que cualquier órgano garante tenga un padrón de sujetos obligados indirectos.

Lo que sí es importante, y eso lo había comentado, es que tengamos bien identificado el padrón de los sujetos que ejercen, que reciben y que ejercen recursos públicos, porque a través de ellos es que podemos tener las cuentas de a quién se le entregan y para qué se ejercen y cómo se ejercen.

Entonces, esto siempre lo hemos tenido, desde el 2006 que existe el Instituto siempre ha sido así y siempre ha funcionado y ha funcionado como yo ya lo decía, con una actualización permanente constante y de manera que nosotros tenemos una cobertura completa de los sujetos obligados aquí en la Ciudad de México, cosa que no sucede en muchos lugares del país, lo cual no es ni consuelo ni mucho menos, es un referente de que aquí sí se hace, porque siempre lo hemos hecho, que en otros lugares no se hace. 
Yo no veo cómo podemos jurídicamente decirle a un sindicato que no recibe recursos públicos que es sujeto obligado, no veo cómo, porque las mismas obligaciones de transparencia que se establecen hablan de recursos, dices: “Oye, cómo quieres que te diga cuánto recibí de presupuesto el año pasado”. “No recibí nada”. ¿En qué me gasté el dinero que me dio el gobierno? Pues en nada, o sea, si quieres pongo mi página de internet, pero ninguna cosa me va a aplicar.

Entonces, ¿qué sentido tiene?, no ejerce recursos públicos. El mismo sindicato, bueno, no sé si se podría, no podría ampararse, pero sí podría tener una respuesta que con cierta racionalidad y lógica diga: “Pues cómo va a ser sujeto obligado si no recibo recursos públicos”.

Soy una figura de interés público para mis agremiados. ¿Ejerzo actos de autoridad? No. Hay una forma de organización interna, la Junta de Conciliación y Arbitraje revisa ciertos requisitos que deben de cumplir los sindicatos, hay una vida más o menos democrática, por decirlo así, ahí decide la dirigencia, los representantes son elegidos por los agremiados y ese asunto es interno.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Creo que David ya lo aclaró suficiente…

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Perdóneme, es que como no había hablado, pero la maestra tiene el uso de la palabra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias. A ver, el Artículo 21 de alguna manera establece lo que refieren ustedes, dice: “Son sujetos obligados a transparentar, permitir el acceso a su información y proteger los datos personales que obra en su poder cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial; los órganos político-administrativos, alcaldías o demarcaciones territoriales, órganos autónomos, órganos descentralizados, organismos paraestatales, universidades públicas, partidos políticos, sindicatos, fideicomisos y fondos públicos, mandatos públicos y demás contratos análogos”. O sea, engloba a todos como sujetos obligados. Dice: “Así como a cualquier persona física o moral que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad o de interés público de la Ciudad de México, y aquellos que determine el Instituto con arreglo a la presente ley”.

Este tema me encanta, porque precisamente en ese arreglo que establece y que permite a este Instituto poder establecer las reglas bajo las cuales no los excluye de rendir cuentas, ahí coincidimos, dice que van a hacerlo, inclusive permite a otras entidades similares que no son las que menciona en el párrafo primero como a los sindicatos, permite a otras rendir cuentas por conducto de un tercero, que sería el sujeto obligado; cosa que estoy de acuerdo, pero que en el caso del artículo 21 no contempla a los sindicatos. 
Sí los refiere que son sujetos obligados, no los coloca en los supuestos de las siguientes fracciones que sí permite que por conducto de un tercero puedan rendir cuentas.

En ese sentido, dice aquí que nosotros, en el artículo 27 dice: “La aplicación de esta ley deberá de interpretarse bajo el principio de máxima publicidad y en caso de duda razonable entre la publicidad o la reserva deberá favorecerse el principio de máxima publicidad. Siempre que sea posible se elaborarán versiones públicas, etcétera, etcétera”. ¿A dónde voy con esto? Que si aquí tenemos una duda acerca de lo que debe transparentar o cómo lo debe transparentar, a mí me parece que por un tema de interés público como es uno de los supuestos que se refiere aquí para conservar el carácter de sujeto obligado lo debe de conservar y no debe salir del padrón de sujetos obligados este ente, máxime que conforme al 21 está señalado expresamente como sujeto obligado.

Ahora, hay que recordar que la transparencia sindical tiene ya dos, no se excluye una con otra, tiene dos legislaciones que la protegen; por un lado, respecto de los trabajadores está la Ley Federal del Trabajo y, por otro lado, respecto de todos los demás en un tema de interés público está la Ley General de Transparencia y a su vez las Leyes de Transparencias Locales.

Por tanto, lo que ellos deben transparentar no nada más, insisto, está en el supuesto de que ejerzan recursos públicos y no es factible considerar que lo hagan a través de la dependencia. ¿Por qué razón en este caso de los sindicatos? Porque dice el artículo 138 en su último párrafo, que lo podrán hacer a través de la dependencia cuando la dependencia les dé recursos públicos, y aquí estamos diciendo que no le da.

Entonces, la dependencia va a decir: “Pues yo qué te informo si yo dije que no le doy”. Entonces, ese es el tema, lo que al momento es el sindicato es que no le está dando la dependencia recursos públicos la propia dependencia no lo va a transparentar como sujeto obligado. ¿Y por dónde se va a transparentar entonces este sujeto obligado si además lo excluimos sin una razón legal? 
A mí me parece que debe conservar ese carácter de sujeto obligado que la ley le da por el sólo hecho de ser sindicato, que además es de una dependencia y que yo sostengo que subsisten razones de interés público, que es otro de los supuestos para conservar el carácter de sujeto obligado, que son tres, la ley no dice que sean los tres juntos, dice “o”, o sea, puede ser uno, otro u otro. Uno es que reciba recursos públicos; otro, es que, si no recibe recursos públicos, también puede ser que ejerza actos de autoridad; y otro, que quién sabe, aquí pudiera ser que sí; y otro que sea de interés público. 
Y un tercero que nos da nuestra ley es la facultad de determinar este instituto con arreglo a la ley si es o no sujeto obligado. Para mí sí lo es y seguiría sosteniendo mi postura. Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, gracias.

Yo creo que debemos de interpretar el interés público como debe de ser, y como debe de ser es por la palabra público, lo que es público, lo que pertenece a todos, lo que es de todos, es un bien público, servicio público, por ejemplo; y en el caso de los sindicatos puede ser del interés de muchos académicos, periodistas, personas en lo particular, pero no es de interés público porque no es una autoridad pública, por una parte. 
Y, por otra parte, tampoco ejerce actos de autoridad, toma decisiones con sus agremiados, no son actos de autoridad en el sentido en que debemos de interpretarlos para hacerlos o no sujetos obligados.

Entonces, los actos de autoridad también deben de ejercerse como autoridad pública, al tratar un decreto, poner una ley, establecer una disposición, tener autoridad para clausurar negocios, son actos de autoridad generales; y los sindicatos no tienen en sí la capacidad de tener actos de autoridad generales, toman decisiones y a lo mejor podríamos hasta decir en el extremo de los casos un supuesto de que el sindicato poco democrático, con una diligencia poco democrática pues imponga a sus agremiados, a sus agremiados; es dentro, es una vida interna del sindicato.

Y nosotros como órgano garante de la transparencia no podemos decir por qué no lo es, ni en el sentido de interés público, en lo que estoy dando no del interés de las personas aunque sea de un amplio grupo del sector de la sociedad, sino de interés público, de lo que es público y eso no es público, eso es un gremio, y tampoco ejerce actos de autoridad.

Por lo tanto, yo creo que ninguno de los tres se da, aun cuando el criterio principal, creo yo, es el de que ejerzan recursos públicos y así viene en la Ley General, y así viene en la Constitución también. Si se ve la Constitución dice: “Sindicatos que ejerzan recursos públicos”. Ahí viene en la Constitución, viene en la Ley General.

Y los otros dos supuestos que nuestra ley que la pusimos de avanzada y la idea precisamente era esa, tener una interpretación y una circunstancia en la ley que nos permitiera en ciertos casos ejercer esa autoridad para bien del acceso de la información y para bien de la transparencia, pero en este caso no se aplica.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- A ver, antes de darle la palabra al Comisionado, tengo aquí el oficio, el Oficial Mayor de la Procuraduría dice: “En atención a su oficio tal, en referencia al sindicato como sujetos obligados a la rendición de cuentas conforme al 21 de la ley en comento que reciban y ejerzan recursos públicos, me permito hacer de su conocimiento lo siguiente”.

Respecto del primer punto, es decir, se informa que 255 trabajadores con plaza de bases sindicalizadas se encuentran afiliados al Sindicato Único de Trabajadores de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, y 198 trabajadores con plaza de base sindicalizada se encuentran afiliados a las secciones 2, 12, 15, 22 y 41 del Sindicato Único de Trabajadores el Gobierno del Distrito Federal; es decir, hay dos sindicatos, unos afiliados al SUTGDF y otro al Único de Trabajadores.

En relación a eso, comunica usted que por parte de esta Procuraduría no se han entregado ningún tipo de recursos económicos en especie o donativos a ninguna de las dos agrupaciones; y en lo que se refiere al tema de las cuotas sindicales dice, le corresponde al área, a la Dirección General de Administración y Desarrollo de Personal del Gobierno de esta ciudad, que es el área responsable del descuento de la cuota sindical, a través del Sistema Desconcentrado de Nóminas, el SIDEN, aportaciones que deben enterarse a las organizaciones sindicales, pero estamos hablando de las cuotas sindicales por conducto de la Secretaría de Finanzas del Gobierno de la Ciudad y conforme a las disposiciones normativas correspondientes. 
Eso es lo que dice el propio sujeto obligado, no damos ningún tipo de recurso público, o sea, uno dice sí, pero esto, entonces, pues claro, ya les explicaba cuál es el otro mecanismo.

Y nada más un poco lo que dice David, actos de autoridad no, o sea, los sindicatos tienen por definición ser instituciones que permiten precisamente mejorar las condiciones laborales, son instancias de investigación y de fortalecimiento de capacidades laborales. Así están definidas, no solamente por las leyes, sino por los propios convenios internacionales. Por lo tanto, no son autoridad.

Y el gran problema, que creo que no es menor lo que estamos debatiendo, es si son o no un asunto de interés público, me queda claro que en contraste ¿los partidos políticos son de interés público? Por supuesto que sí, pero los sindicatos, ahí tenemos no solamente nosotros, sino toda una conceptualización porque, claro, acá en Ciudad de México tenemos dos sindicatos rebeldes que dicen: “Ustedes no me van a transparentar porque atentan contra la autonomía sindical, porque no somos instituciones, no hacemos acto de autoridad y no tenemos interés público, es lo que dicen; y, por lo tanto, no les vamos a dar nada, son dos que tenemos ahí como sujetos obligados y han dicho vamos en rebeldía”. Y les dije: “Bueno, pues váyanse en rebeldía”. Y me han dicho: “Requiérenos para irnos a la Corte”. No, vayan a la Corte ya, pues si ustedes quieren un acto de control de legalidad vayan a la Corte ya.

Es que me dicen, me desahogo con ustedes, me dicen: “Es que tú me mandas puras cosas para reconvenirme de manera amistosa”. Pues sí, porque yo no te voy a reconvenir de otra manera más que te voy a decir que cumplas con el asunto de la ley. Si tú no quieres y crees que debe haber un asunto de control de legalidad ve a la Corte, aunque ya se te pasó el tiempo, pero ve a la Corte para decir finalmente si estás o no como sujeto de transparencia. “Pues la Constitución dice que sí, tú dices que no, bueno”. 

Pero en ese sentido, digamos, eso es lo que dice el tema, no hay recurso público, ok, no hay acto de autoridad porque no hay acto de autoridad; claro, me queda claro que Ecoparq y esas cosas que ya tendremos que ver en su momento pues sí hay actos de autoridad, personas físicas o morales con actos de autoridad, ya veremos.

Interés público, los sindicatos tienen una naturaleza distinta al asunto, me queda claro, o sea, no tienen esta peculiaridad. Entonces, por eso qué decimos, ¿los sujetos obligados indirectos quién tendrá que transparentar? Pues la Procuraduría, lo que tenga lo tendrá que transparentar, no el asunto del asunto del sindicato; pero en el tema de los sindicatos con estas tres cosas que ha puesto la maestra en el asunto me parece que es muy importante porque sí nos delimita hasta dónde finalmente establecemos una relación los órganos de Transparencia con los sindicatos, porque sí es una relación especial.

Yo siempre les he dicho: “Miren, ustedes no tienen otra autoridad porque no tienen otra autoridad y de repente van a establecer una relación más o menos asimétrica con nosotros porque les vamos a requerir, porque le estamos obligando a transparentar, porque tienen que cumplir con obligaciones de transparencia, porque tienen que hacer una serie de cosas”, claro, y eso hace una relación bastante extraña, porque los sindicatos en términos reales no hacen ningún mecanismo con estas características con nadie.

Entonces, no es ociosa la discusión porque sí nos permite ver hasta dónde finalmente la transparencia tiene un alcance. Y lo que se ha encontrado, y por eso se dice en todos lados, tiene que ver con el asunto precisamente de la presencia de recursos públicos, que es el control del ejercicio de los recursos públicos.

Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, por favor.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Pues ya lo comentaron, tanto el Comisionado David Mondragón, como el Comisionado Presidente, es un poco ser reiterativo, y quisiera leer lo que dice la Ley General, desde ahí se establece de persona física o moral o sindicato, y ahí no hay duda que reciba y ejerza recursos públicos, o puede haber muchos sindicatos que no, que subsistan a través nada más de las cuotas sindicales.

Entonces, sí tendrán que rendir cuentas, pero hacia adentro con sus agremiados, será interés de los agremiados, no será de interés del público en meterse en el tema interno de la vida sindical. Ese es el Artículo 23 de la Ley General.

El 138 de nuestra ley, en el último párrafo dice: “Los sindicatos habilitarán un sitio de internet para cumplir con sus obligaciones de transparencia y permitir el acceso a la información. Los sindicatos podrán habilitar este sitio de internet por sí o a través de los sujetos obligados que les asignen recursos públicos”, los vuelve a meter con una condicionante, “que reciban recursos públicos”, no dice sindicatos nada más, “que reciban recursos públicos”.

Y reitero el artículo que leí hace un momento, en el 147: “Toda persona moral, organizaciones de la sociedad civil, sindicatos o cualquier otra análoga, que reciba recursos públicos por cualquier concepto, exceptuando las cuotas sindicales, que es un tema de cuando pasa el patrimonio público al privado al bolsillo de los trabajadores”, pues eso y ya si el bolsillo de los trabajadores se lo dan al líder sindical o a la organización, pues ya quedó en otro ámbito, deberán proporcionar a los sujetos obligados de los que reciban, de los que reciban la información relativa al uso, destino y actividades que realice con tales recursos, habla otra vez de los recursos públicos.

Y en este caso, digo, todo el análisis que presentó el Director de Evaluación con la lectura que hizo hace unos momentos, del oficio que hizo el Comisionado Presidente, pues está claro que no recibe recursos públicos y, por lo tanto, no encuadra en los artículos ni de la Ley General ni de la Ley de Transparencia de la Ciudad de México.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien, es que ya se nos fueron dos compañeritos, esperemos que no se hayan ido a su casa.

Maestra, por favor, sí, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Quisiera leerles algunos conceptos que obtuve aquí de lo que es el orden público y el interés.

Dice: “El orden público funciona como un límite por medio del cual se restringe la facultad de los individuos sobre la realización de ciertos actos o se impide que ciertos actos jurídicos válidos tengan efectos dentro de un orden jurídico específico”.

Aquí en el caso hay un orden jurídico específico para los sindicatos, sí se establece, si bien es cierto, la ley señala que pueden ser cualquier persona física o moral, dice, que reciba o ejerza recursos públicos, más arriba los denomina, sindicatos.

Aquí en esta parte de: a cualquier persona física o moral que reciba o ejerza recursos públicos, realice actos de autoridad o de interés público, es también un aspecto que abarca a quienes no hayan sido enunciados anteriormente.

A mí lo que me queda duda es que la ley sí señala y además trae sus capítulos específicos para los sindicatos. Una de las cosas que ustedes ponen en la mesa es que, bueno, puede hacerlo por conducto de la Procuraduría, sin embargo, para que ese supuesto se dé tendría que recibir recursos públicos, sí, porque así lo dice la propia ley, así lo dice la ley, que la Procuraduría le facilitará el trasparentar los recursos siempre que se los haya proporcionado o que haya recibido recursos públicos, cosa que no sucede, según su dicho.

No obstante, también se refiere aquí en la mesa que los trabajadores los reciben directamente, bueno, si éste es derivado de un convenio con la propia institución, algún pacto que tengan, todo eso ya establece un vínculo con la institución y obliga al sindicato por una razón de interés y orden público a rendir cuentas en ese sentido, porque la ley por eso lo establece, cuando ejerzan recursos públicos, cuando realicen actos de autoridad o de interés público.

Y aquí queda establecido el tema de que, al ser esta ley de orden público, aun cuando este sindicato señale que se encuentra en un caso de excepción, ese caso de excepción por sí solo no lo excluye de lo que establece la ley, la ley, si tiene esa naturaleza y si además se constituye en rebeldía, es su problema, la ley señala ciertas obligaciones que nosotros no podemos establecer que por esa circunstancia ya queda fuera.

No, la ley es clara y por eso hago hincapié en que aquí se trata de un tema de interés público en el que haya una norma de orden público por la cual no hay razón para considerar que este sujeto obligado deje de serlo o ya no sea considerado como tal en el padrón.

Porque además con esto se le eliminarán una serie de obligaciones que emanan de la propia ley y a mí eso es lo que me preocupa, ya nadie podrá serle, de los que tengan interés en su información, pedirle una solicitud. No, porque se puede hacer por conducto de la Procuraduría, dado que es el sindicato, pero la Procuraduría va a decir: “Yo no tengo información al respecto” no es alguien que reciba, con base en este oficio, no es alguien que reciba recursos públicos y, por tanto, no tengo por qué considerar que deba responder.

O igual, quién nos garantiza que el sindicato le va a dar la información al propio, a la propia dependencia. A mí me parece que estamos excluyendo sin fundamento y donde la ley no distingue nosotros no debemos distinguir y estamos excluyendo a un sujeto obligado que por su naturaleza sí debe estar incluido porque se ajusta a los demás supuestos que establece la ley.

Y vuelvo a reiterar mi criterio. Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Voy a concluir, después de esta interpretación yo creo que está suficientemente discutido, lo primero que tendría que decir es que hay un supuesto para los sindicatos, que es el de ejercer recursos públicos y no se cumple.

En el caso de la interpretación de los actos de autoridad, ya, lo que mencioné es que no hay actos de autoridad, los actos de autoridad son públicos generales, no son para los agremiados de un sindicato. Sí hay actos de autoridad dentro del sindicato, pero responde a la vida interna del sindicato.

Una dependencia pública, cualquiera que ustedes vean, ejerce actos de autoridad que son generales, son públicos, el INVEA, Desarrollo Social, todas las dependencias, la Procuraduría, la Secretaría de Seguridad Pública, todos ejercen actos de autoridad. Ésos son los actos de autoridad, no se refiere eso a las decisiones que los sindicatos en su vida interna toman, no tiene nada que ver con eso.

Y el interés público, también ya lo dije, lo público es lo que pertenece a todos, lo que es de todos y los sindicatos no son de todos, los sindicatos son de sus agremiados y también aplica el ejemplo de cualquier dependencia pública del padrón de sujetos obligados que tenemos, que ustedes lo pueden ver y tiene interés público y tiene actos de autoridad, que no son los que aplican.

Entonces, ninguno de los tres supuestos, incluso en la interpretación más amplia y más rigurosa, se cumplen, nosotros no podemos asumir la responsabilidad de dar de alta a un sujeto obligado que no lo es.

Y, por otra parte, sí va a ser un sujeto obligado indirecto y no tiene que ejercer recursos para que sea sujeto obligado indirecto, hay muchas cosas que la ley establece, como por ejemplo el contrato de trabajo, contrato laboral o contrato colectivo de trabajo, los nombres de su dirigencia, ese tipo de cosas que están incluso en obligaciones de transparencia.

Esos se pueden obtener y el sujeto obligado indirecto tendrá que responder a los requerimientos a través del sujeto obligado directo, o sea, sucede en muchos otros casos y no tiene por qué no suceder en éste, porque en éste siempre ha sucedido así, desde el 2006, luego en el 2008, y luego pues ahora, en ese sentido yo creo que es correcta, correcto dar baja del padrón a estos dos sindicatos que ya se mencionaron.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien, no sé si haya alguna otra consideración.

Creo que, digamos, sí, entiendo la preocupación de la maestra, claro, pero como bien dice el Comisionado David Mondragón Centeno, pues no se cumple el elemento fundamental que tiene que ver para que un Sindicato sea sujeto obligado, si lo quieren ver a rajatabla que es el asunto de que si ejerce o no recursos públicos, no ejerce, en este caso y ahí pues ya, digamos y los otros dos elementos que se ponen, insisto, no aplican en el tema.

Ahora, claro, cuando se dice manera indirecta, lo que estamos haciendo es que por las obligaciones de transparencia, las obligaciones comunes, evidentemente si hay presencia de recursos públicos entregados al Sindicato, lo tendría que hacer el sujeto obligado y tan, tan, ese es el asunto.

Si cambia en algún momento la situación y cambian las condiciones de juego del Sindicato y entonces ya le dan dinero y hay una transferencia de recursos públicos y entonces el Sindicato lo maneja, cambiará porque ya hay recurso público ejercido ahí, entonces, tendremos presencia de otra cosa.

Cómo le vamos a dar seguimiento a estos sindicatos, a través del sujeto obligado con el cual el Sindicato tiene relación, es la única vía que tenemos para el asunto.

Visto todo lo anterior y después de una larga discusión que me parece que es importante porque el tema de los sindicatos y esto nada más agota tres cosas, en realidad hay toda una serie de elementos en el asunto sindical que yo creo que no están suficientemente visualizados en toda la discusión sobre el ejercicio de transparencia, pero bueno, ya tendrá que ser poco a poco como vayamos generando un mecanismo ahí importante para saber la relación que vamos a tener, sobre todo, con el asunto de los sindicatos.

No son estos, en realidad no son éstos los sindicatos rebeldes, eso no, de otras instituciones que dicen que no, bueno, no son muchos, son dos, que andan remisos, rebeldes, pues ya, allá ellos. Ya tendremos que ajustar cuentas en su momento, pero bueno.

Entonces, está así la cosa. La maestra va a mantener, no sé, maestra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Sí.

Le decía que estoy de acuerdo con el resto del acuerdo porque no hay mayor problema, pero no podría yo hacer una manifestación parcial, entonces, votaría en contra del acuerdo, gracias, pero me gustaría que sí quede asentado las razones ya expresadas por las cuales voto en contra del acuerdo.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Sí, sí, con un voto razonado para que pueda incorporarse al, y está bien porque eso deja, digamos, que yo creo que son como tres interpretaciones, la interpretación de usted, que es muy rigorista, la interpretación de nosotros que, digamos, pues se ha ido construyendo con la marcha y la interpretación de los sindicatos que es, nosotros no somos instituciones, qué se meten con nuestra autonomía, pero bueno, ese es el extremo, pero está bien.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Ah, bueno, okey, entonces, hago llegar un voto razonado, claro que sí, cómo no.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Un voto razonado para que pueda tener ahí los argumentos del asunto porque sí abona para…

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Es interesante el tema.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Sí, porque en realidad, yo por eso le decía al otro Sindicato pues ya vayan a la Corte, no esperen a que nosotros les requiramos o esas cosas o los multemos o, pues no, porque se multan, todavía estamos en esa etapa.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Pues hay que votar en contra para que impugnen, no podrían.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- No porque si votamos en contra pues en realidad ellos quedan, entonces, pero está bien, creo falta un tema por discutir.
C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Sería, entonces, en contra.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Claro.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- En contra con voto razonado.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Porque yo he escuchado, porque yo escuchado al tema del INAI y dice: “sí, pues sí, los que reciben recurso público”, pues sí, pero y eso qué significa y hasta dónde llega, porque tenemos presencia, por ejemplo, de una cosa que no está y que tiene que ver precisamente con cuotas sindicales y que, para todo mundo nos queda claro que eso no, eso es otra cosa.

Pero no queda ahí porque finalmente cuando nosotros establecemos qué es precisamente lo público de los sindicatos porque los sindicatos no son instituciones públicas.
Ahí, entonces, nos metemos en un tema mucho más complejo porque habrá muchas cosas que evidentemente caigan en cosas no públicas, eso le decía que la posición de usted es, o sea, si son de interés público todo tiene que ser público, por lo tanto, hay una maximización de cosas y no está así porque creo que uno de los criterios rectores para establecer una relación bastante asimétrica con los sindicatos en términos de transparencia, es reconocer la parte pública y la que no lo es, porque como hay una mezcla precisamente de recursos, de bienes, de acciones, de ese asunto, sí es muy complejo decir qué es lo público y qué no, porque no todo es público ahí.

El ejemplo claro son las cuotas sindicales, entonces, creo que por eso es importante, cuál sido la guía y creo que debe de ser la guía la presencia de recurso público, sí hay presencia de recurso público, son sujetos de transparencia, aunque lo otro, claro porque nuestra ley es, digamos, muy garantista y abarcadora en términos de actos de autoridad, claro, eso de actos de autoridad siempre suena un poco raro, o sea, a las personas físicas o morales que hagan actos de autoridad pues no habría porque finalmente los actos de autoridad son parte del gobierno, entonces, no habría, pero las hay por una serie de cosas que se ha venido deformando en nuestros regímenes jurídicos, está bien, pero creo que por eso vale la pena ir avanzando en los criterios para saber en dónde está lo público y dónde no.

Porque sí es un tema muy, digo, ya lo verán el lunes con todo el tema que tiene que ver con la parte pública de los sindicatos, el ejercicio que se ha hecho para que tengan portales es qué es exactamente la definición de lo público en el asunto de los sindicatos.

Yo un poco he criticado la Ley General y el asunto de la Constitución, digo, casi una ley reglamentaria en términos precisamente de que en términos de sindicatos el modelo fue el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación, con todas estas características que tiene, claro, y ese fue el modelo para decir: “hay que transparentar, sí, pero no todo mundo es la CNTE o no todo mundo es el SNTE, hay sindicatos que están bien raros, son chiquitos, tienen otra, o sea, claro, y además no podemos equipararlas con instituciones como tal porque no lo son.

Eso sí, me queda claro que en las instituciones todo es público, ahí no, porque además es una agrupación voluntarista, de buena voluntad que permite precisamente generar mejores condiciones laborales y de trabajo.

Y la relación que ejercen es sí, con una institución o no, porque ahí no solamente los sindicatos se establecen en instituciones, estas características sí hacen que tengamos, digamos, todo un tema que avanzar en términos de los sindicatos.

Yo sí sostengo que en Ciudad de México hemos avanzado porque los tenemos como sujetos obligados directos.

Cuando directos no es, claro, la distinción a ésta, ¿qué implica? Pues que tienen una Unidad de Transparencia, claro, pero, a ver, nuestra Ley de Unidad de Transparencia dice que deben de ser cinco personas, que no debe de haber relación de supra a subordinación, etcétera, etcétera. A ver, pero en los sindicatos es un secretario general o un presidente o lo que sea y una bola de gente que lo acompaña como secretarios, claro, cómo establecer ese asunto para que haya un Comité de Transparencia, quién se hace cargo de la Unidad de Transparencia, digo, me queda claro que en las instituciones tienen por obligación tener una Unidad de Transparencia y una oficina de transparencia con ciertas características, los sindicatos tendrán que tener eso o no.
Claro, nosotros lo que estamos haciendo es una interpretación muy extensa para que los sindicatos puedan meterse en este mundo maravillosa de la transparencia.

Claro, pero como ven sí es un tema complejo y creo que yo lo he dicho, vamos lento, pero vamos bien y entonces ahí vale la pena, porque claro, siempre nos vamos a encontrar con estos límites entre lo privado, lo que no es público y lo público, digamos, no lo privado sino lo que no es público y lo público, y ahí tiene que ser la acción de este Instituto en donde nos permita identificar cuándo estamos en presencia de lo público y cuándo no, porque también me queda claro que hay un tema de autonomía sindical fuerte, entonces, y claro, ellos alegan también esa parte.

También saben que generar un movimiento de transparencia revindica y fortalece el sindicalismo, yo así lo creo, sobre todo, porque sí es cierto, ahí es donde hay sindicatos, digo, esto no es anuncio para la Info, hay mejores condiciones de trabajo, ¿verdad? O sea, siempre, en donde hay sindicatos hay mejores condiciones de trabajo.

No van a encontrar en el Info mejores condiciones de trabajo porque en el Info hay buenas condiciones de trabajo, pero lo que implica es precisamente conocer en dónde está esta frontera casi invisible entre lo público y lo que no lo es, además son organizaciones bastante atípicas, amorfas, asimétricas.

Hoy pues hemos dado una discusión sobre una primera definición de lo que es público y lo que no es público en un tema de sindicato. Claro, usted puso dos o tres elementos en donde finalmente nosotros creemos que no encontramos una característica así, pero vale la pena seguir discutiendo sobre el asunto.

Entonces, ya no voy a decir más porque si no nos vamos a ir mañana a la media noche, entonces, ya.

Le voy a pedir a nuestro Secretario Técnico que ponga a consideración de este Pleno el acuerdo y la maestra anuncia el voto razonado.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, aquellos que estén a favor con el proyecto de acuerdo mediante el cual se actualiza el Padrón de Sujetos Obligados supeditados al cumplimiento de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México y de la Ley General de Protección de Datos Personales en posesión de sujetos obligados, quien esté de acuerdo, favor de manifestarlo.

Gracias.

Ahora, aquellos que estén en contra con el proyecto de acuerdo mediante el cual se actualiza el Padrón de Sujetos Obligados supeditados al cumplimiento de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México y de la Ley General de Protección de Datos Personales en posesión de sujetos obligados, favor de manifestarlo.

Con voto razonado.

Se aprueba por mayoría de votos de los Comisionados Mucio Israel Hernández Guerrero, David Mondragón Centeno…

A favor, se aprueba a favor con mayoría de votos de los Comisionados: Mucio Israel Hernández Guerrero, David Mondragón Centeno, Luis Fernando Sánchez Nava y Alejandro Torres Rogelio, el acuerdo presentado.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Con un voto razonado de la maestra.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- La Comisionado Elsa Bibiana Peralta Hernández, ejercerá un voto razonado para la propuesta y razones por las que está en contra del proyecto presentado.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Va a razonar su voto, nada más, no está en contra, va a razonar. No me digan que está en contra porque si no los sindicatos van a…

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- El 90 por ciento está a favor, el 90 por ciento está a favor.

¿Si estás de acuerdo?

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Sí, sí.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- ¿Lo vas a decir?

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Sí, sí, nada más eso.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Pues es el debate, ¿no?

Vamos ahora al siguiente asunto del Orden del Día, que es un asunto inscrito por el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, que tiene que ver precisamente con el Concurso para transformar, modificar, hacer el logo de este instituto.

Por favor, Comisionado.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias.

Como ustedes recordarán, en el acuerdo por el que se aprobó la Convocatoria para el nuevo logotipo institucional, se establece en el considerando 9, que el jurado de la segunda etapa del concurso, será integrado por los Comisionados ciudadanos de este órgano autónomo, quienes llevarán a cabo la dictaminación final, en caso de que elijan un trabajo ganador y una, o en su caso, dos menciones honorificas.

El numeral 4 de la convocatoria establece que el jurado de la segunda etapa estará integrado por los Comisionados ciudadanos, quienes seleccionarán de entre los cinco mejores diseños elegidos en la primera etapa, por un jurado externo, al ganador, pudiendo en su caso, otorgar hasta dos menciones honoríficas.

La convocatoria estableció diversas fechas para las etapas de este concurso.
Una fecha límite de recepción de proyectos, que fue el 2 de octubre de 2017.

La evaluación de proyectos del jurado, en su primera etapa, con este jurado externo, del 16 al 20 de octubre de 2017.

Y la evaluación de proyectos del jurado de la segunda etapa, es decir, la que integran los Comisionados, del 23 al 27 de octubre de 2017.

Sin embargo, y ante los hechos ocurridos el 19 de septiembre del año en curso y atendiendo a lo dispuesto en el numeral 7 de la convocatoria del concurso de diseño del nuevo logotipo de este instituto, se extendió la fecha límite de entrega de proyectos y se recorrió la etapa de las evaluaciones correspondientes, como ya lo mencioné hace un momento, las fechas.

Y en virtud de ello, nos encontramos en este momento en la etapa de la segunda evaluación, sin embargo, y ante una excelente participación ciudadana, que fue uno de los propósitos de este concurso, resulta necesario realizar una revisión más detallada de los trabajos ingresados, que fueron 99, por lo que se sugiere, en caso de que ustedes lo consideren pertinente, otorgar una semana más para la determinación respectiva. Es decir, del 30 de octubre al 3 de noviembre del año en curso.

Sería la propuesta, si ustedes están de acuerdo.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionada, Comisionados, está a su consideración la propuesta hecha por el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, para, al mismo tiempo de pedir calaverita, pedirlo, digamos, del instituto, más o menos es el tema.

Entonces, no sé si haya alguna cosa, yo estoy de acuerdo en que sí prorrogues y vayamos viendo los disfraz, no, los logos del asunto.

Señor Secretario Técnico, para que pueda poner a consideración la propuesta planteada por el Comisionado, para poder prorrogar y poder anunciar así, sobre todo, a quien, porque sí, tenemos 99 trabajos, son una barbaridad de trabajos, en realidad, entonces, para poder ir informando paso a paso qué estamos haciendo.

Por favor, señor Secretario Técnico.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo con la propuesta presentada por el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, para la prórroga del concurso del logo de InfoDF, quienes estén de acuerdo, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Permítame. No es prórroga del concurso, sino nada más de la etapa de, exactamente, de evaluación, de evaluación y dictaminación del 30 de octubre al 3 de noviembre del año en curso, por parte del jurado que integran los Comisionados.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Quienes estén de acuerdo con la propuesta del Comisionado Alejandro Torres Rogelio, para la prórroga de la etapa de evaluación y dictaminación, quien esté de acuerdo, por favor, sírvanse manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien, muchísimas gracias.

Vamos ahora a la presentación, discusión y, en su caso aprobación de un Proyecto de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante este Instituto en materia de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición a datos personales.

Por lo que solicito con la aprobación de ustedes para que Alejandra Mendoza Castañeda, encargada de Despacho de la Dirección de Asuntos Jurídicos de este instituto, proceda con la exposición correspondiente.

Le damos la bienvenida a nuestra Directora de Asuntos Jurídicos y empezamos con este primer recurso de revisión en acceso a dale cedemos el uso de la palabra para que vayamos al expediente 060 de este año, el sujeto obligado la Delegación Gustavo A. Madero.

Nuestra Directora para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA, DIRECTORA JURÍDICA.- Muchas gracias, señor Presidente.

Buenas tardes señora Comisionada, noches, perdón, buenas noches señor Secretario, buenas señores Comisionados.

Ente público: Delegación Gustavo A. Madero. Expediente: RR.SDP.060/2017.

Solicitud: el particular requirió diversas copias certificadas de documentos relativos a un contrato de obra pública en específico y anexos, dentro de los cuales se encontraban sus datos personales.

Respuesta: el ente público le informó al particular que su petición no constituía una solicitud de acceso a la información pública, ya que no solicitaba en ningún momento el acceso a la información de carácter público mediante documentos, expedientes, reportes, actas u otro medio de almacenaje de información, por lo que no era viable responder favorablemente a la misma, ya que se trataba de desahogar el procedimiento para que le otorgaran un servicio.
Recurso de revisión: el particular se inconformó con la respuesta proporcionada en virtud de que a su consideración el ente público le indicaba que su petición no constituía una solicitud de información de carácter público, aun cuando éste, solicitó el acceso a sus datos personales, resultando totalmente improcedente e infundada, la negativa expresaba por la autoridad responsable, aunado a que la respuesta en comento se encontraba carente de la debida motivación y fundamentación.

Consideraciones del proyecto: del estudio realizado a las constancias que obran en autos, pudo advertirse que efectivamente el particular al momento de ingresar su solicitud requirió el acceso a sus datos personales, sin que el órgano político administrativo le hubiese informado de manera debidamente fundada y motivada por qué consideraba que se le estaba requiriendo el acceso a la información pública, cuando de la lectura de la solicitud de información, claramente se advierte que el particular manifestó su deseo de acceder a documentos en los cuales aparentemente se encontraban sus datos personales.

Aunado a lo anterior, el ente público a través de la respuesta impugnada, nunca hizo del conocimiento al particular el qué consideraba que la solicitud de acceso a datos personales no era atendible a través de la vía intentada y tampoco justificó el qué consideraba que el solicitante pretendía desahogar el procedimiento para que le otorgaran un servicio, dejando de observar lo dispuesto en la Ley de Protección de Datos Personales y los lineamientos para la protección de éstos.

Sentido del proyecto: revocar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. No sé si, éste nadie se lo ha reservado, creo que todo mundo estamos de acuerdo con el proyecto que se nos presenta.

Le pido a nuestro Secretario Técnico que lo pueda poner a consideración del Pleno, por favor.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información, RR.SDP.060/2017 de la Delegación Gustavo A. Madero sea el sentido de revocar, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias. Vamos ahora a los recursos de revisión en materia de acceso a la información pública que han sido reservados por este Pleno. Vamos primero con el expediente 1690, la Delegación Gustavo A. Madero el sujeto obligado.

Nuestra Directora de Asuntos Jurídicos para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Delegación Gustavo A. Madero. Expediente: RR.SIP.1690/2017.
Solicitud: el particular requirió diversa información relacionada con el Director Jurídico de la Delegación.
Respuesta: el sujeto obligado le informó al particular cuáles son las partes en los procedimientos judiciales y cuáles las características de éstos, cuál es la relación en los procedimientos judiciales que tiene la delegación, así como cuáles son las autoridades jurisdiccionales que radican, substancia y resuelven los procedimientos judiciales, sugiriéndole dirigir su solicitud de información a ellas.

Recurso de revisión: el particular manifestó su inconformidad con la respuesta en virtud, de que a su consideración la contestación era nula y no atendía ningún punto de la información solicitada.

Consideraciones del proyecto: del estudio realizado a las constancias que obran en autos, pudo corroborarse que la respuesta impugnada no fue emitida atendiendo a los principios de congruencia, exhaustividad, fundamentación y motivación que deben prevalecer sobre los actos administrativos para considerarlos válidos.

Aunado a lo anterior, se concluyó que en relación a la sugerencia de dirigir la solicitud a diversas autoridades, además de que, ello no se había fundado y motivado, tampoco se habían efectuado las remisiones correspondientes a que se refiere el Artículo 200 de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México.

Sentido del proyecto: revocar la respuesta impugnada.

Es cuanto.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Gracias, licenciada, con la venia del Pleno.

Este recurso de revisión ha sido reservado por el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, quien tiene el uso de la palabra.
C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Gracias. De acuerdo con el sentido del proyecto, sin embargo, se propone realizar los siguientes ajustes.

Debe de incorporarse en el estudio y en la orden que el sujeto obligado tendrá que proporcionar la información que se pidió en la manera en que la detente en sus archivos, ya que si se analizan los requerimientos de manera integral, podemos percatarnos que el solicitante pretende la entrega de diversos datos de manera desagregada, procesados a manera de un cuestionario, circunstancia que no está obligada la delegación.
Lo anterior, tiene sustento en lo dispuesto por el Artículo 219 de la Ley de Transparencia, que establece que la obligación de entregar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés particular del solicitante, por lo que la delegación deberá de proporcionar los datos que tenga, pero en la manera en que los detente, sin realizar un procesamiento de la información.
Ahora bien, la sugerencia para este tipo de asuntos donde se piden varias cosas, debe de hacerse un análisis exhaustivo, punto por punto a fin de determinar con claridad lo que son de competencia del sujeto obligado, los que tendrán que orientar a otras dependencias o los datos que debería de resguardar.
Eso se comenta porque en este caso, donde revocamos la respuesta y ordenamos la entrega de todo, no sabemos con exactitud cuáles son los puntos que tendrá que atender el sujeto obligado y los que tendrá que orientar a otras instancias.

Asimismo, podemos observar que en la parte final de la solicitud, el particular está preguntando por datos académicos, trayectoria profesional, datos personales que en dado caso tendrían que someterse a la consideración del Comité de Transparencia para que este órgano decida si procede su entrega.
En ese sentido es que se sugiere hacer un análisis exhaustivo precisando lo que se pide por punto, indicando los requerimientos que tendrían que orientarse a otras instancias, así como los datos que tendrían que pasar por Comité de Transparencia, según lo dispuesto por los artículos 186 y 216 de la materia, ordenando la entrega en el nivel de procesamiento que el sujeto obligado lo tenga en sus archivos.
Por último, y por los argumentos expuestos, se sugiere ampliar el plazo para el cumplimiento de la resolución de cinco a diez días.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionada, Comisionados, está a su consideración la reserva hecha por el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, en el sentido de ajustar todo lo que tiene que ver con el proyecto en términos precisamente, primero no procesamiento porque le pide una serie de cosas y le pregunta sobre expedientes o una serie de cosas.

Se da en la forma en que lo detenta el sujeto obligado orientado y, digamos, sí hacer, eso tendría que desagregarse básicamente en la orden punto por punto, saber qué puede entregar, qué no, el asunto de orientar porque nos dice el Comisionado que habrá algunas cosas que tendrán que orientarse a otras instituciones y el resguardo reserva de información.

Con estas características, pues es prácticamente mantener el sentido de revocar, pero con un nuevo sentido en el asunto del proyecto.

Si no hay alguna otra cosa, señor Secretario Técnico para que lo pueda poner a consideración del Pleno.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información, RR.SIP.1690/2017 de la Delegación Gustavo A. Madero sea el de revocar por ley secundaria consideraciones y ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión que es el 1718/2017 de este año, el sujeto obligado la Delegación Coyoacán.

Nuestra Directora de Asuntos Jurídicos para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Delegación Coyoacán. Expediente: RR.SIP.1718/2017.

Solicitud: el particular solicitó la manifestación de construcción de un domicilio particular en la Ciudad de México.
Respuesta: el sujeto obligado informó que después de una búsqueda exhaustiva en los archivos de la Dirección de Desarrollo Urbano, se localizó el registro de manifestación de construcción del interés del particular.

Sin embargo, se encuentra sujeta a un procedimiento de revisión que aún no ha causado ejecutoria, por lo que no es procedente su entrega, debido a que se encuentra clasificada bajo el rubro de reservada en términos de la fracción VII del Artículo 183 de la ley de la materia, y al proporcionarla coloca en estado de indefensión a la estrategia procesal de esa delegación para la defensa de sus interés.

Recurso de revisión: el particular manifiesta que el sujeto obligado negó la entrega de la información solicitada, citando de manera íntegra el acuerdo mediante el cual se aprueba el criterio que deberán aplicar los sujetos obligados respecto a la clasificación de la información en la modalidad de confidencial, vulnerando su derecho de acceso a la información pública, así como los principios de accesibilidad, máxima publicidad y profesionalismo.
Consideraciones del proyecto: del estudio realizado, se llegó a la conclusión que el agravio esgrimido por la parte recurrente, resulta ser infundado, debido a que a la fecha de la solicitud de información pública el documento del interés del particular se encuentra en un procedimiento en que su resolución no ha causado ejecutoria, por lo que la respuesta impugnada se encuentra revestida de legalidad en términos de las fracciones I y VIII del Artículo 6 de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, de aplicación supletoria a la ley de la materia.

En consecuencia, se confirma la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias. Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. Yo no coincido con la propuesta de (…) la reserva de esta información, la cual creo que se trata de información preexistente al procedimiento que se está siguiendo, al procedimiento administrativo y además es una información de interés público.
De hecho, así ha quedado demostrado hoy en día, después de lo que ha ocurrido particularmente en esta ciudad, lo que tiene que ver con toda la cuestión de inmuebles afectados y todo ello, sobre permisos, la actuación de particulares y de autoridades, creo que es aquí lo importante poder que haya un acceso a la información para poder determinar ahí ello.

Y el hecho de que esté un procedimiento de investigación, administrativa en forma de juicio, que no ha causado ejecutoria, no es creo la argumentación suficiente para que este documento en particular que están solicitando sea clasificado porque éste es un documento previo, es la manifestación de construcción de un domicilio y entonces ese es un documento preexistente, tal y como además se ha establecido por diversa jurisprudencia y diversos ordenamientos jurídicos, por ello mi propuesta es revocar para que se entregue en versión pública siguiendo el procedimiento previsto en el Artículo 216 de la ley, a efecto de proteger la información confidencial que pueda contener.
Esa es mi propuesta.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionada, Comisionados, está a su consideración la reserva hecha.

Digamos, en el asunto de revocar para que entregue, yo diría sí, nada más hay que ajustar el tema del argumento porque el tema de la reserva era que la manifestación de obra estaba en visto bueno, no se había firmado.

Entonces, claro, yo creo que al momento de resolver estamos en condiciones de advertir que se pueda entregar en versión pública.

Claro, claro va a haber una condición, si no la aprobaron por el asunto de la firma porque ese es el asunto del visto bueno, que por eso la reserva dice que está en un procedimiento.
El procedimiento es, bajo el manual, pues yo tengo que firmar el asunto, yo estoy de acuerdo, que se  tiene que entregar porque es una información pública.

Entonces, nada más para poder argumentar esta, ajustar, digamos, el asunto del argumento para poderlo hacer.

Comisionado.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Aprovechando para que el Comisionado Alejandro a lo mejor.

Exactamente, yo tengo la misma inquietud que el Comisionado Presidente, derivado de que dice que está en un proceso de revisión de manera de oficio y la inquietud que yo tengo es si se entrega, ordenamos la entrega de esa manifestación, digamos, como la pide el ciudadano y en un mes o en este momento hace una nueva solicitud de la manifestación que a lo mejor cambio y es diferente, que el día de mañana estos dos vía acceso a la información en un juicio puedan contradecirse, emitido por una misma autoridad. Yo tengo esa inquietud.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- La maestra, para que exactamente ya nos pueda.

Maestra, por favor, usted en el uso de la palabra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias. A ver, sí estoy de acuerdo con lo que propone el Comisionado Torres, porque además me parece que el fundamento que hace valer el ente está mal, se refiere a la fracción VII, dice que se trate de expedientes o procedimientos seguidos en forma de juicio.

Este no es el caso, yo pensaba que estaba sujeta a una situación de impugnación y que por tanto a lo mejor había un procedimiento administrativo en forma de juicio que lo detenía pero ahorita que me dan la información completa, me dicen que no, que sólo es un proceso de deliberación de la autoridad para ver si lo otorga o no, ese no es el supuesto bajo el cual están haciendo la reserva.

Entonces, de entrada la reserva está mal y ahora, si la proporciona o no, el documento se lo puede dar en versión pública, ya hemos aquí establecido aquí el criterio de que las manifestaciones de construcción sí se dan en versión pública, entonces, aquí me parece que sí se la podrían proporcionar y que por tanto, coincido en el sentido de revocar.

Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Alejandro, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Respecto de la duda que se ha planteado, recordemos que el particular lo que hace es un aviso a la autoridad, hace la, entrega la manifestación de construcción, si ya después viene otra, que es la inquietud y es lo que se plantea, ese es otro tema porque lo que se debe atender es la solicitud al momento en que se presentó, el documento que se presentó como manifestación de construcción, eso sí, en versión pública, pero si después de ello surge lo del cambio o todo ello, bueno, debe haber las aclaraciones a que haya lugar, pero la documentación que existía al momento de la solicitud de información, esa es la que se le tiene que entregar. 

Nada más haciendo las aclaraciones a que haya lugar.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Entonces, fraseemos así la orden.

Yo estoy de acuerdo con la maestra porque la reserva no cabe, porque no está en un procedimiento, digamos, las diligencias que mandan, no hay cadena de custodia, no hay nada, no, no, y aunque estuviera, es una información preexistente, pero no hay nada de eso, qué está en el proceso de deliberación de la autoridad para poder o no recibir la manifestación que según el manual tienen un plazo para poderla recibir.

Yo diría, sí es información pública, sí se tiene que dar, pero con estas aclaraciones a que haya lugar, digamos, sobre todo para no generar, digamos, exactamente, como dice el Comisionado Luis Fernando, un efecto jurídico a posteriori.

Entonces, con esas características.

Por favor, señor Secretario Técnico, para que lo pueda poner a consideración del Pleno.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información, RR.SIP.1718/2017 de la Delegación Coyoacán sea el de revocar por las consideraciones y ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión que es muy parecido pero aunque sea parecido pues no es igual porque en la vida no hay nada igual, 1737, sujeto obligado Coyoacán.

Nuestra Directora de Asuntos Jurídicos para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Delegación Coyoacán. Expediente: RR.SIP.1737/2017.

Solicitud: Respecto a la obra que se realiza en determinado domicilio el particular solicitó se proporcione copia de la manifestación de construcción, la licencia especial de demolición, la licencia especial de excavación y la licencia especial de construcción.

Respuesta: el sujeto obligado informó a la particular que la información requerida fue clasificada como de acceso restringido en su modalidad de reservada, debido a que los documentos de su interés, forman parte de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio en el cual no se ha emitido resolución que cause ejecutoria.

Recurso de revisión: la particular manifestó su inconformidad con la clasificación de la información requerida, indicando que la misma no fue debidamente fundada y motivada, negándosele así el acceso a la misma.

Consideraciones del proyecto: del estudio realizado a las constancias que integran el expediente del recurso de revisión en trato, se advierte que el sujeto obligado no satisfizo el procedimiento para la clasificación de la información establecido en el Artículo 216 de la ley de la materia.

Por lo que la respuesta emitida, trasgredió lo establecido en el Artículo 6º, fracción IX de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, ordenamiento de aplicación supletoria a la ley de la materia.

Sentido del proyecto: revocar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien, muchas gracias. Este recurso de revisión en primera instancia se lo ha reservado la maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández, a quien le cedo el uso de la palabra.

Usted en el uso de la palabra, maestra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias, maestro.

A reserva de verificar ahorita, precisamente, con base en el anterior proyecto que hay una discrepancia y también me parece que no hay una autoridad, no hay un supuesto de reserva, así es, estaría de acuerdo con el sentido de revocar, pero además aquí, lo que traíamos nosotros como observación es que se diera vista al Órgano Interno de Control en atención a que el sujeto obligado atendió de manera extemporánea e incompleta las diligencias que le fueron requeridas por parte de este Instituto, lo cual nos dejó también sin mayores elementos de análisis, de conformidad con los artículos 264 en sus fracciones XIV y 265 de la ley de la materia.

Es cuanto, gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias, maestra.

Este recurso de revisión también se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias.

Como bien se dijo, bueno, es muy parecido al interior, coincido también con lo que expone la Comisionada, yo también planteó que el sentido del proyecto debe ser revocar pero no estoy coincidiendo con la orden.

Lo mismo, se trata de documentos preexistentes, creo que no se justifica la reserva que se pretende, por lo tanto, yo creo que esa documentación es información de interés público y la propuesta es mantener el sentido de revocar para que el sujeto obligado proporcione versión pública de los documentos que se están solicitando pero siguiendo el procedimiento previsto en el Artículo 216 de la ley para proteger la información confidencial que pueda contener.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Digamos, sí, claro, varía pero tiene las mismas características, no vamos a validar la clasificación, si no hay que revocar, desclasifica y pasa por el 116 para hacer versión pública y entregue, que es un poco lo que nos decía el asunto de la maestra,  revocar.

Bueno, planteaba la maestra la vista por no atender las diligencias, ¿no?

El señor Secretario Técnico, para que lo pueda poner a consideración del Pleno.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.1737/2017 de la Delegación Coyoacán, sea el de revocar y se da vista a la Contraloría por no entregar en tiempo y forma, de forma íntegra las diligencias para mejor proveer, así como las consideraciones y ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión, es el expediente 1754, el sujeto obligado la Delegación Gustavo A. Madero, el Comisionado Alejandro Torres me pide que sea seguramente sin lectura y le cedo, directo si ustedes tienen a bien.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Más bien que sea lea el recurso completo, no la síntesis.

No es cierto, sí, efectivamente porque la verdad es nada más de dos precisiones de forma, una tiene que ver con la orden para precisar que la información que se deberá proteger es la información confidencial porque hay un error ahí de redacción que se puede prestar a confusión.

Entonces, aclarar en la orden que la información que tendría que protegerse es la información confidencial.

Y por otro lado, lo que hemos señalado en reiteradas ocasiones conforme a la ley, es la previsión de que las primeras 60 hojas, que se le van a entregar, sean sin costo en términos del Artículo 223 de la ley vigente.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

No sé si, se mantiene, nada más es el ajuste en la orden básicamente para la reserva de información en su carácter de confidencial y se privilegie el principio de gratuidad que esto aplica de manera concreta para las primeras 60 fojas, páginas, hojas y lo que sea que le tenga que entregar.
Si no hay alguna otra cosa, señor Secretario Técnico para que lo pueda poner a consideración del Pleno.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información, RR.SIP.1754/2017 de la Delegación Gustavo A. Madero sea el sentido de modificar con los ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias. Vamos al siguiente recurso de revisión que es el 1758, sujeto obligado la Delegación Iztacalco. Me pide el Comisionado que si ustedes tienen a bien, sea por la vía directa y pueda presentarnos la reserva.

Por favor, señor Comisionado.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. Porque también se trata de algo similar que tiene que ver con una cuestión de redacción nada más en la orden.

Es solamente para precisar que deberá protegerse, en este caso, la información confidencial porque la orden no señala el tipo de información que se estaría resguardando, en todo caso, por el Comité de Transparencia, pues tiene que ser claro, es la orden de que tiene que precisarse que podrá protegerse la información de carácter confidencial, aquella de datos personales.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Con el ajuste a la orden. Si no hay alguna otra consideración, por favor, señor Secretario Técnico para que lo pueda poner a consideración del Pleno.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información, RR.SIP.1758/2017 de la Delegación Iztacalco sea el sentido de modificar con los ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión que es el expediente 2015, el sujeto obligado la Secretaría de Movilidad.

Nuestra Directora de Asuntos Jurídicos para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Muchas gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Secretaría de Movilidad. Expediente: RR.SIP.2015/2017.

Solicitud: El particular solicitó que se le informara quién es el actual Secretario o Secretaria de Movilidad y su recibo de pago del mes de enero del año 2017.

Respuesta: el sujeto obligado manifestó que dicha respuesta fue canalizado vía Sistema INFOMEX.

Recurso de revisión: la particular presentó el presente medio de defensa argumentando que no recibió la información que solicitó en el medio en el cual solicitó su entrega, mismo que es su correo electrónico.

Consideraciones del proyecto: del estudio hecho a las constancias de autos, se advirtió que el sujeto obligado emitió una respuesta a través del Sistema INFOMEX el día 7 de septiembre; sin embargo, ésta no le fue notificada a la particular en su correo electrónico, tal y como lo solicitó.

Sentido del proyecto: ordenar al sujeto obligado que emita una respuesta y entregue sin costo la información solicitada en la vía indicada por el particular, asimismo se da vista a la Contraloría para que determine lo que en derecho corresponda.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Este recurso de revisión se lo ha reservado el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, a quien le cedo el uso de la palabra.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. En este caso no coincido con el sentido del proyecto que se presenta por las siguientes razones y esto además nos recuerda a un recurso de la anterior sesión que tiene que ver con la gestión de solicitudes de información.

De acuerdo con los lineamientos para la gestión de solicitudes de información pública y de datos personales en la Ciudad de México, cuando se presenta una solicitud de derechos ARCO a través del módulo electrónico, es decir, INFOMEX o Plataforma Nacional, “las notificaciones se realizarán directamente a través del módulo electrónico del sistema electrónico”, que es el lineamiento número 19, en el capítulo II, registro directamente a solicitudes a través del módulo electrónico del sistema electrónico, el numeral 19 dice: “en las solicitudes cuya recepción se realice en el sistema electrónico, la Unidad de Transparencia observará lo dispuesto por los lineamientos 10, excepto las fracciones I y II, XI, XII, XIII y XIV, salvo con lo que respecta a las notificaciones y el cálculo de los costos de reproducción y envío, las cuales se realizarán directamente a través del sistema electrónico, mismo que desplegará las fichas de pago respectivas que podrán ser impresas para que el particular realice el depósito correspondiente en las instituciones autorizadas.
En este caso, en este recurso, la solicitud fue presentada a través del módulo electrónico del sistema, es decir, lo que prevén los lineamientos y las notificaciones tendrían que realizarse a través del sistema y de hecho, el 7 de septiembre, el sujeto obligado notificó su respuesta a través del módulo electrónico, tal y como indica el lineamiento número 19.

Por ello es que mi propuesta consiste en sobreseer el recurso de revisión por actualizarse una causal de improcedencia, el fundamento es el Artículo 244, fracción II y el Artículo 249, fracción II de la ley vigente.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionada, Comisionados, está a su consideración la reserva hecha por el Comisionado Alejandro Torres Rogelio.
Maestra, usted en el uso de la palabra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Maestro, fíjese que, a propósito de lo que se comenta en este asunto y después de que resolvimos en la sesión pasada uno similar, pero en materia de datos personales, yo me quedé pensando, este es un tema de notificaciones y qué bueno que lo trajo a colación el Comisionado, el peticionario tiene la potestad de decir por dónde quiere recibir la información, por dónde quiere que se le notifique la entrega de la información o se le entregue la información que pidió.

Esto es algo que da certeza de que él se entera de lo que está sucediendo.
Si él dijo que fuera por correo electrónico, sin perjuicio de que sea por el propio sistema debe de notificársele también por correo electrónico, cosa que no pasó y en la otra me preocupa porque era de datos y de datos habría que tener la certeza de que se le estaba notificando.
Entonces, a mí me parece que sí deberíamos reflexionar en el criterio que adoptamos y considerar que no basta que el sujeto obligado lo suba al sistema, debe notificarle y entregarle la información a la pregunta por el medio que solicitó.

Igual y la persona dice: yo no tengo acceso al sistema y quiero ir a recogerla personalmente o a qué me la entreguen ahí, por el sólo hecho de estar ahí, no quiere decir que ya solicitud le entregaron, la persona igual va  y se la entregan, lo mismo pasa con el tema del correo electrónico y me parece que es una potestad del sujeto, del peticionario elegir el mecanismo por el cual quiere ser notificado, sin perjuicio de que cumpliendo con el lineamiento pues también se notifiqué por ahí, pero se le haga la notificación de manera en la que él pidió.
Esto además es una cuestión de certeza, de certeza y es un principio también en el que debemos respetar el que las partes manifieste cómo quieren ser notificadas en el procedimiento, eso es algo que procesalmente, debe tenerse la certeza en todas partes de que haya sido, en cualquier procedimiento, perdón, de que haya sido debidamente notificada la persona.

Y aquí creo yo que está bien el proyecto,  yo modificaría mi criterio, sí me quedé reflexionando con el de la vez pasada, porque dije: no, me parece que independientemente de que le hayan notificado y más que se trataba de datos, sí debió haber tenido la certeza de que recibió la información que quería.

Entonces, aquí me parece que es el mismo supuesto y entonces yo sí reflexionaría el sentido y me quedaría con la manera en la que viene el procedimiento y les pediría que reconsideráramos ese tema, de que las partes cuando señalan cómo quieren ser notificadas o por qué vía quieren que se les entregue la información, pues esa debe ser la que prevalezca y además, sin perjuicio de que de acuerdo con el lineamiento pues suba la información y quede constancia de que ahí está de acuerdo con el lineamiento, pero también se le entregó a la persona, en este caso, por correo que fue lo que pidió.
Y esto encontraría además sustento en lo que establece el Artículo 199 de nuestra ley que dice: “la solicitud de información que se presente deberá contener cuando menos los siguientes datos” y entre otros, en la fracción II señala el lugar o medio para recibir la información y las notificaciones, en el caso de que el solicitante no señale lugar o medio para  recibir la información y las notificaciones, éstas se realizarán por lista que se fije en los estrados de la Unidad de Transparencia del sujeto obligado que corresponda y si, en este caso, refiero: “de acuerdo con el lineamiento tendrá que hacerse también en ese mecanismo”. Bueno, pues hay que hacerlo pero tener la certeza de que la persona recibió por el medio que señaló para ser notificada la información.

Porque además, insisto, esta es una cuestión también de debido proceso en favor de los peticionarios y donde ellos quieran recibir la información, tendrá que hacerse, esa parte no ha desaparecido por el mecanismo electrónico.

Entonces, citamos otro, que sería el 205, que refiere, cuando el particular presente su solicitud por medios electrónicos a través del sistema electrónico o de la Plataforma, se entenderá que acepta que las notificaciones le sean efectuadas por dicho sistema, salvo que señale un medio distinto para efectos de notificación.
En caso de que la solicitudes recibidas en otros medios, en las que los solicitantes no proporcionen un domicilio o medio para recibir la información o en su defecto, no haya sido posible platicar la notificación, ya se notificará por estrados. Eso puede ser cuando diga: pues quiero que me lo den en mi casa, pero en su casa o es más, el domicilio ni existía, bueno, pero eso nos habla de la certeza que debe haber en notificar al peticionario.

Este es un principio procesal que opera a su favor y que creo que hace necesario rectificar al respecto y sí considerar que si el ente nada más lo hizo a través del sistema, entonces, y no se cercioró de que la persona hubiera recibido por el medio que ella lo solicitó pues entonces sí se considera que hay una omisión y considerar, me iría yo en este caso, rectificando mi criterio con el consentido del proyecto.
Es cuanto, gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, por favor.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Yo voy a votar conforme a la propuesta del Comisionado Alejandro Torres; sin embargo, tiene razón la Comisionada Elsa Bibiana, en estos momentos porque el sujeto obligado atendió, atendió en el tema del lineamiento que aprobó este Instituto, no incumplió.

Nosotros, digamos, emitimos un lineamiento y el sujeto obligado atendió conforme el instituto está pidiendo que atienda, sin embargo, es razonable lo que dice la Comisionada, de lo que dice la ley, hay que modificar el lineamiento, definitivamente es a dónde tenemos que ir, ahorita, digamos, sería un exceso por parte del Instituto, digamos, la omisión, o la vista o lo que tenga que hacerse.

Ahorita respetemos, digamos, por el tema del lineamiento que está emitido por el Instituto y modifiquemos el lineamiento conforme está establecido en la ley.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado Alejandro Torres Rogelio, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Sí, justamente, yo también entiendo la preocupación y la argumentación de la Comisionada porque esto de tiempo atrás se ha ido viendo que es una inconsistencia puesto que si la ley establece determinadas reglas para poder hacer el procesamiento de las solicitudes y, por supuesto también de los recursos de revisión a través de los sistemas que hay, entonces, a la hora de emitir los lineamientos tendrían que ir en congruencia, y aquí la confusión se genera por el lineamiento, porque en algunos casos, como bien se señala ya.

Dice, bueno, las notificaciones van a ser, si entraron por el módulo electrónico, van a hacer las notificaciones por el sistema, ¿qué fue lo que hizo el sujeto obligado? Entonces, lo único que hizo el sujeto obligado fue cumplir lo que esté Instituto le dijo, o sea, la ley te dice el qué, nosotros te decimos cómo.

Entonces, atendiendo a lo que estamos estableciendo con los lineamientos, el sujeto obligado actúa así y entonces creo que lo hace bien, atendiendo a la normatividad expedida.

Entonces, sí es un problema esto, pero ya, como bien dice el Comisionado Sánchez Nava, tenemos que ir más bien hacia la revisión y modificación de los lineamientos, pero ahorita con las normas como están, las reglas como están establecidas, el sujeto obligado actuó conforme a lo que se le indica, y además está la constancia de que sí, desde el 7 de septiembre, notificó la respuesta a través del módulo electrónico y eso en combinación con lo del lineamiento aplicable para el caso que es el 19.

Entonces, entonces, no hubo tal omisión, entonces, sería…
Pero sin lugar a dudas que hay que revisar cuanto antes esto de los lineamientos.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Maestra, usted en el uso de la palabra, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias. Propongo una solución para que también el sujeto obligado por ser obediente no se lleve una vista.

Sin embargo, hay que tener en cuenta que el lineamiento no puede estar por encima de la ley, si eso es lo que señala la ley, tendríamos modificarlo y además con nuestra determinación pues el lineamiento dejaríamos de aplicarlo sin necesidad de que se modifique porque está por encima la ley, pero es factible llevar esto a la revisión para que se haga la modificación correspondiente y pues sí, rectificar en ese sentido el criterio.

Yo lo que propongo es que, bueno, como se tuvo por omisión y realmente pues la entregó por el sistema, considerando que cumplió la autoridad, pues que le modificáramos para el efecto de que le entregue la información y no hay vista en esta ocasión, dado que cumplió con el lineamiento, pero sería nada más en esta ocasión y desde luego modificaríamos el criterio para que en lo sucesivo sí, no sé, antes de que se modifique el lineamiento pues que los sujetos obligados estén en el entendido de que no debe ser así o debe ser por el sistema, pero insisto, notifícale además por donde te pidió que lo hicieras, ese sería, para cumplir con las dos cosas, en tanto se reforma el propio lineamiento.

Entonces, esa sería, digamos, que una propuesta para este caso, resolverlo de una manera más, digamos, ecuánime para ambas partes.

Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- El Comisionado, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Sí, es muy interesante la propuesta que hace la Comisionada, no perdamos de vista nada más que se admitió por omisión y en este caso solamente es ordenar y todo ello, cuál sería la ruta, pues entonces reponer hasta el acta de admisión para que sea por inconformidad, no, que sea por inconformidad, pero esto va a retrasar más el acceso a la información.

Ahora, ya existe la notificación del 7 de septiembre, o sea, ese no es problema, ¿qué creo que podría ser en todo caso? Va a ser una cosa rara pero creo que puede ser garantista en el sentido de que ordenar la notificación al medio que dio para recibir la persona.

Entonces, y por supuesto, sin la vista.

Sería cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Yo considero que no se retrasa el acceso a la información porque esta información ya fue enviada por el medio INFOMEX, entonces, la persona entró a INFOMEX para hacer su solicitud, vuelve a entrar a INFOMEX y ahí está la información, ¿cuál es la queja? Pues que no se la mandó por el medio en que se la pidió, esa es la queja del solicitante, por nuestra parte lo que tenemos, como bien se ha dicho aquí, pues que el sujeto obligado atendió el lineamiento, que no podemos decir que está actuando de manera incorrecta cuando está atendiendo al lineamiento que la norma establece.

En ese sentido, lo que yo creo que hay que es confirmar, o sea, no se puede tomar por omisión, no se puede tomar por omisión, eso es claro, porque entregó.

Precisamente una de las sugerencias que yo iba a ser cuando empezamos a comentar este tema, era que el ente independientemente del medio por el que se lo pida, siempre lo mande a través de INFOMEX; a través de la Plataforma, siempre, ese debe ser el lineamiento, ¿por qué? Porque es el único que nos permite tener certeza, si se lo manda por correo electrónico el particular, el requirente dice: “no lo recibí, a ver sácalo de ahí”, y cómo lo compruebas, qué diligencias vas a hacer para tener ahí medios probatorios de una o de otra cosa, es complicadísimo.

Porque a lo mejor se le fue al spam el correo, porque a lo mejor sin querer lo borró, uno no puede saber, o sea, el correo electrónico no es un medio por el que tengamos certeza de que se entregó, de que se envió y cuándo se envió, por eso el sistema, el INFOMEX y la Plataforma, hay forma de verificar que salió el documento, que no hubo el documento, etcétera, etcétera, todo eso siempre lo verificamos.
Entonces, no fue omisión de respuesta porque sí respondió, en todo caso sería modificar para decirle que no entregó por el medio adecuado.

Por eso, yo creo, o sea, yo creo que el solicitante ya tiene la información, ya la tiene, entonces, regresemos el asunto para que la admisión por inconformidad y no por omisión.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionada, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias, compañeros.

A ver, tenemos un precedente, igualito, el 1924 donde resolvimos lo siguiente por la razón, igualito es el asunto, igualito, igualito, dice: “por las razones expuestas en el considerando respectivo, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 244, 252, 235, se ordena al sujeto obligado que envíe respuesta fundada y motivada en el plazo y conforme a los lineamientos establecidos en el considerando referido.

Con fundamento en los artículos 257 y 258, se instruye al sujeto obligado para que informe a este instituto por escrito sobre el cumplimiento a lo ordenado en ese punto resolutivo al día siguiente de concluido el plazo.

En el tercero, por las razones señaladas, igual en el mismo considerando, con copia certificada se da vista, aquí lo que podíamos omitir es la vista, considerando que lo hizo de una manera por este caso en particular, dado que hay un cumplimiento al lineamiento.
En cumplimiento en el siguiente resolutivo, en cumplimiento, perdón, cuarto, en cumplimiento a lo dispuesto por el Artículo 254 de la ley de la materia se informa a la recurrente que en caso de estar inconforme, y ya todo lo demás, de cajón, pero eso serían los dos puntos, igual se tramitó por omisión, o sea, es igual el caso y esto sería resolviendo, así es, de manera congruente.

Ya nada más, en aquel lo dejamos con todo y vista, no dijimos nada, pero en este caso y reconsiderando el tema de los lineamientos que trajo acertadamente a la mesa el Comisionado y dado que el sujeto obligado los está invocando pues también en cumplimiento.

Sería omitir la vista, cosa que podemos, es nuestra facultad, entonces, esa sería la propuesta, gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Claro, lo que nos propone en primera instancia el Comisionado Alejandro Torres Rogelio, que es como resolvimos la vez anterior y es, no hay omisión de respuesta porque sí hay una respuesta, por lo tanto, encontramos una causal de improcedencia y sobreseemos por improcedente, por lo que dice el Comisionado David Mondragón.

Sí hay una respuesta porque lo sabe el asunto.

La maestra dice: no, tengamos  nada más, reflexionemos sobre este criterio y lo que hagamos es precisamente ser mucho más garantistas en términos de que si lo pide por la vía específica, garanticemos que se lo den por la vía específica, claro, exacto.

El Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, dice: es cierto, pero nosotros tenemos un lineamiento al cual se está ajustando todo el tema de las respuestas.

Digamos, son como las tres posiciones, las tres variables que traemos.

Luego se propone, claro, una es ir al sobreseimiento por improcedente porque sí hay respuesta.

La otra que nos plantean es, claro, ordenar sin vista, ¿por qué? Porque finalmente asumimos el tema de que se admitió por omisión y por lo tanto, nosotros tenemos que actuar en consecuencia, aunque sabemos que sí hay respuesta. ¿Qué tendríamos que decir? Ordenamos a través del correo electrónico omitiendo la vista, que es un poco lo que dice la maestra.
Y la otra sería, claro, reponer todo el procedimiento hasta el acto admisorio para admitirlo por inconformidad porque tenemos elementos para decir que sí hubo una respuesta, y claro, ir a todas las diligencias, pero eso, como dicen,, va a retrasar el asunto del acceso.

Entonces, digo, yo no, simplemente digo, así estamos en este momento, nada más pongámonos de acuerdo con qué hacemos, digamos, todo mundo coincide en que el lineamiento no puede estar por encima de la ley, bla, bla, bla, eso ya lo entendemos perfectamente.

Hoy, simplemente pongámonos de acuerdo en qué hacemos con el compromiso de ajustar el tema del delineamiento para que, claro, como dice el Comisionado David Mondragón, tengamos certeza y la única certeza pues son los módulos, es decir, es INFOMEX con Plataforma, porque ahí sabemos si hubo o no evidentemente en términos de respuesta.

Entonces, primero Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, Comisionado David Mondragón y Comisionado Alejandro Torres Rogelio, por favor.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Digamos, casi, casi, con la propuesta de la Comisionada Elsa Bibiana, pero con una variable porque, digamos, ordenar una respuesta es como si no hubiera habido respuesta sí hubo una respuesta conforme al lineamiento y el quejoso  en el agravio reconoce que hay respuesta, la supuesta respuesta emitida, porque reconoce, por el sujeto obligado, no está en el medio, la queja es, no está donde yo lo solicité.

Okey, entonces, me parece que debe de ser: ordenar la respuesta en el medio que ahí está el agravio, ahí está el agravio, atender al agravio en el medio sin vista porque el sujeto obligado de alguna manera atendió conforme a los lineamientos que emite este órgano y de alguna manera no estamos, digamos, sancionando al sujeto obligado, porque está cumpliendo con el lineamiento, pero a la vez estamos restituyendo al ciudadano en su agravio.

Creo que esa es la salida que podría ser, atendiendo al sujeto obligado y atendiendo al ciudadano.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, yo creo que no podemos hacer hoyos para tapar otros hoyos, de ninguna manera puede ser omisión de respuesta, porque sí hubo respuesta.

Y si va a ser, si se dice omisión para que ya quede ahorita, para que se resuelva en este momento, pero sin vista. Eso no podemos hacerlo porque la ley dice que cuando hay omisión tienes que dar vista.

Entonces, estaríamos…

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Lo estamos…

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Esa es una parte, la otra me parece de más largo alcance, pues es revisar esta circunstancia, cuántas veces que suceda este asunto vamos a tener que estar discutiendo entre si va a ser, alargar el acceso a la información del solicitante o no porque entró de una forma y va a ser de otra.

Esos son lineamientos que nosotros controlamos y manejamos ¿por qué no los corregimos? Corrijamos esos lineamientos de tal forma que cuando suceda un caso como éste, aquí mismo podamos decir, sustancias el proyecto de esta manera y nos vamos y así no ya no tenemos que regresar y volver a retardar el acceso a la información.

Creo que aparte de lo que mencioné, sobre este recurso en particular, creo que eso hay que considerarlo y tomando en cuenta para revisar los lineamientos que nos están impidiendo resolver en este momento, no importa cómo haya entrado.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Comisionado Alejandro Torres Rogelio, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias.

Pues una circunstancia adicional a lo que se ha comentado porque precisamente de lo que consta en el expediente, de las actuaciones que hubo y todo, se puede tener la certeza de que la persona ingresó su solicitud por el módulo electrónico y evidentemente el sujeto obligado respondió que en atención a los lineamientos y todo, pues también le hizo la notificación de la respuesta por el medio electrónico, por el módulo, y la persona tenía la expectativa de recibir en su correo electrónico, pero ella, como dijo inicialmente el Comisionado David Mondragón, sí tuvo acceso al sistema porque además por ahí se percata de la respuesta y dice, y ve que recibió una respuesta, una notificación el 7 de septiembre, por supuesto, él la esperaba en su correo electrónico, como había querido, pero no fue así y ahí se da el agravio que bien precisa el Comisionado Sánchez Nava y ahí por el mismo sistema ingresa al recurso de revisión.

Entonces, más aun en la argumentación de que la persona en realidad sí tuvo acceso a todo ello, entonces, el sujeto obligado actuó conforme a la normatividad.

Entonces, lo que quiero hacer ver es que, no es que nunca haya tenido la respuesta de tal manera que, sí la tuvo, lo que pasa es que todo el tiempo la persona ingresó al sistema, primero para ingresar la solicitud y después para interponer el recurso de revisión porque se hace ahí mismo por el modulo electrónico, de hecho, no hay otra forma.

Entonces, y lo hace porque la ve ahí y esa es la queja que ya citó el Comisionado Sánchez Nava.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Pero eso nos lleva a la improcedencia, pero eso nos lleva a la improcedencia, al sobreseer por improcedencia.

Sí, digamos, un poco, es que el Comisionado Alejandro Torres, nos regresa a la hipótesis de que se actualiza la causal de sobreseimiento.

Maestra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Sí, pero hay que tener mucho cuidado porque en el caso, en el otro que caso que analizamos le sobreseímos porque él sí, igual, entra al sistema y hace valer el recurso, pero se percató fuera del plazo y entonces pues a él se le desechó el tema porque lo hizo de manera extemporánea considerando la fecha en la que le notificaron de una manera que él no dijo, entonces, aquí, si bien es cierto se enteró, pudiera darse el caso que consideráramos entonces que hasta su recurso es extemporáneo y eso no le beneficia, no le beneficia, no, no, pero eso fue lo que pasó, con ese argumento eso fue lo que pasó en el otro asunto donde, de hecho el peticionario se vio afectado porque su recurso fue extemporáneo, entonces, me parece que ese no puede ser el parámetro.
Yo por eso proponía, sin perjuicio de que se notifique en la Plataforma, que el sujeto obligado se comprometa a notificarle de la manera que pidió el peticionario, y  así  tendríamos constancia, tanto de que le peticionario recibió la información como de que hay una, sí se le entregó por medio del sistema también, hay un parámetro para poder establecer inclusive con certeza, a partir de cuándo cuenta el plazo y demás, porque si no también se da el supuesto de la vez pasada bajo ese argumento y eso tampoco le beneficia a los peticionarios como sucedió en el otro, que le dimos al revés porque fue extemporáneo, entonces, creo que debemos tener ahí cuidado porque si nuestro lineamiento no se está ajustando a lo que dice la ley, pues estamos generando un tema de incertidumbre tanto para las autoridades, como para los propios peticionarios y esto tenemos que corregirlo y en este momento es también una manera de hacerlo.

Entonces, gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- ¿Alguien más? 

El Comisionado, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Sí, gracias, si me lo permiten, únicamente por lo que comenta la Comisionada y entiendo perfectamente su preocupación y todo.

A reserva de poder verificar el 1924 que efectivamente hay ahí una diferencia con éste porque ahí sí hay una cuestión de extemporaneidad, acá no, acá sí lo hace, incluso, la gestión a tiempo, tanto así que incluso, le permite el sistema ingresar el recurso de revisión y todo en tiempo.

Nada más se queda se lo mandó solamente por ahí, no lo mandó al correo electrónico como quería, pero finalmente hay un cumplimiento de la normatividad, por eso es que creo que es improcedente, finalmente queda sin materia y ya, porque sí hay la respuesta, sí hubo la respuesta, ahí consta la respuesta y la persona tuvo acceso a ella y la tuvo a tiempo y todo porque incluso el propio sistema le permitió meter el recurso de revisión.

Entonces, sí creo que se cumplen las hipótesis para un sobreseimiento, en todo caso, pero bueno, valórenlo.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- El Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, por favor.

Comisionado Alejandro Torres Rogelio, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Sí, porque lo que estamos viendo, digo, lo que debe de quedar claro es finalmente cómo queremos garantizar aquí el acceso a la información, o sea, en eso no hay ninguna divergencia entre nosotros, nada más la cuestión está en que, es lo más garantista y desde luego, qué es lo que genera mayor certidumbre, certidumbre jurídico también a las partes.
Y dadas las actuaciones de todo lo que tenemos constancia, igual podemos retomar una propuesta que ya había estado en la mesa antes, que es finalmente ordenar la misma notificación que conste que la notificación que se dio por el sistema se la haga ahora al correo electrónico, como lo solicitó y desde luego, pues eliminar la vista porque finalmente hubo una actuación apegada a la normatividad por parte del sujeto obligado.

Podría ser la propuesta.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- ¿Sí?

Entonces, se ordena que atienda la solicitud y ya, sin vista.

Por favor, señor Secretario Técnico.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información, RR.SIP.2015/2017 de la Secretaría de Movilidad sea de ordenar al sujeto obligado que envíe la respuesta en el medio que fue solicitado, quien esté de acuerdo, sin vista, quien está de acuerdo, por favor, sírvase manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión, es el expediente 1705/2017, el sujeto obligado la Procuraduría General de Justicia de esta ciudad.
Nuestra Directora de Asuntos Jurídicos para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Procuraduría General de Justicia de esta ciudad. Expediente: RR.SIP.1705/2017.

Solicitud: el particular solicitó que se le informe si existen denuncias presentada por dos personas en específico y en caso de existir, solicitó copia de cada una de ellas; asimismo, requirió copia simple de cualquier denuncia en contra de cuatro personas determinadas.

Respuesta: el sujeto recurrido a través del Sistema INFOMEX, le indicó que no es posible acceder a su solicitud de información toda vez que la misma se localiza entre un conjunto de expedientes, lo cual implicaría el procesamiento de información, máxime que pudiesen tratarse de homónimos, igualmente se violentaría el derecho a la presunción de inocencia y el derecho al honor.

Finalmente, informó que la solicitud de acceso a la información no es la vía adecuada para requerir lo solicitado, toda vez que para tal efecto existe un trámite administrativo.

Recurso de revisión: el particular se inconformó indicando esencialmente lo siguiente.

Primero, le fue negada la información solicitada sin fundamento alguno.
Segundo, no se le entrega la información requerida toda vez que se atentaría contra el derecho al honor de las personas.

Tercero, solicitó obtener copia de las averiguaciones en donde el involucrado fue exonerado del delito o liberado del procedimiento.

Cuarto, no es impedimento para entregar la información, que hay homónimos respecto a los nombres proporcionados.

Quinto, el sujeto obligado no acredita que la información requerida no tenga la categoría de pública y en caso de reserva de información, ésta debe proporcionarse en versión pública.

Sexto, el sujeto obligado afirma que lo requerido no se trata de información pública, asimismo, no acredita que ésta se encuentre reservada o haya un impedimento para proporcionarla.

Consideraciones del proyecto: del análisis realizado al tercer agravio, éste fue sobreseído en virtud de que el particular planteó hechos novedosos que no fueron requeridos en la solicitud original.

Respecto a los agravios primero, segundo, cuarto, quinto y sexto, se tiene que el sujeto obligado manifestó que únicamente con el nombre de una persona determinada, con un determinado cargo en el servicio público y un determinado grado de estudios, no era posible atender la solicitud de información, pues salvo el nombre, los demás datos que proporcionan no se encuentran contemplados dentro de los rubros de identificación de su base de datos.

Por lo que la información requerida se localiza entre un conjunto de expedientes, lo cual implicaría en sí, el procesamiento de información y al únicamente contar con el nombre en los rubros de identificación para buscar en su base de datos, pudiesen tratarse de homónimos.

No obstante a ello, del análisis a las constancias que integran el expediente, no se desprende que el sujeto obligado haya realizado una búsqueda exhaustiva en sus archivos, ni se cercioró de que hubiesen procedimientos penales en contra de una persona con el nombre proporcionado, por lo que se concluye que éste realizó un pronunciamiento infundado, sin tener la certeza de que realmente haya procedimiento penal con el nombre proporcionado.

Esto último, con independencia de que se pudiese tratar de homónimos, por lo que se determinó que la respuesta inicial no está apegada a derecho, faltando a lo establecido en las fracciones VIII, IX y X del Artículo 6º de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, supletoria a la ley de la materia.

Sentido del proyecto: modificar la respuesta impugnada y sobreseer respecto de los aspectos novedosos.

Es cuanto, señor Presidente.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.
Este recurso de revisión se lo ha reservado Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, a quien le cedo el uso de la palabra.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Gracias. De acuerdo con el sentido del proyecto, pero a fin de fortalecer la resolución, se sugiere incorporar los siguientes argumentos.
De la lectura a la solicitud se observa que el particular además de saber si existen denuncias de una persona en específico requiere copias de las denuncias, elemento que no se retoma en nuestro ni en la orden, por ello la sugerencia es agregar que además de los pronunciamientos, el solicitante pidió copias de las denuncias generadas, por lo que deberá de ordenarse su entrega, pero únicamente en el caso de que los procedimientos ya se encuentren definitivamente concluidos y en versión pública, testando los datos confidenciales.

En caso de que se encuentren en trámite, el sujeto deberá de clasificar la información como reservada con apoyo en lo establecido por los artículos 169, 170, 183, fracciones III y Artículo 216 de la Ley de Transparencia, por esta razón se sugiere ampliar el plazo de cumplimiento de la resolución de cinco a diez días.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionado David Mondragón Centeno, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- La propuesta, ¿estás considerando que la información es reservada?
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Compañero, por favor, usted en el uso de la palabra.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, yo considero que esa información es reservada, las denuncias son presunciones, no son casos juzgados ya, son presunciones, yo puedo ir y denunciar, cualquier persona puede ir y denunciar a cualquiera de cualquier cosa, y esas son presunciones.

Luego existe, para beneficio y para la seguridad y para el combate a la impunidad existe el fomento a la cultura de la denuncia; entonces, fomentamos que la gente denuncia, pero si aquí están pidiendo, si dos personas presentaron denuncias, ya estás evidenciando a las personas que presentaron denuncias y eso va contra su seguridad, es un riesgo, no es seguro pero es un riesgo para su seguridad personal y su integridad física.

Y luego, y requiere copia simple de cualquier denuncia, cuando las denuncias son presunciones y efectivamente, como bien responde la Procuraduría General de Justicia, se atenta contra la presunción de inocencia y contra el honor de las personas.

Si le estuviera pidiendo información sobre casos juzgados, que ya, adelante, pero aquí está pidiendo denuncias y esa información en principio, a mí me parece que el sujeto obligado responde en congruencia con la ley.

Es cuanto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Maestra, usted en el uso de la palabra, por favor.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias. Yo estoy de acuerdo con ambos, efectivamente hay un tema para hacer denuncias que se convierten en averiguaciones previas ante la Procuraduría, considerando el ente al que se lo están pidiendo.

Entonces, me parece que con base en la fracción VIII, que señala que cuando los expedientes de averiguaciones previas o carpetas y las carpetas de investigación, bueno, más bien, serán reservadas o son reservados los expedientes de averiguaciones previas y las carpetas de investigación.

Sin embargo, una vez que se determine el ejercicio de la acción penal o el no ejercicio serán susceptibles de acceso a través de versiones públicas, por tanto, sí tiene razón lo que dice el Comisionado, si ya quedaron esas denuncias, de alguna manera firmes, se podrán entregar, si no, no, pero aquí hay un tema en el que tiene mucha razón el Comisionado Mondragón y es donde yo pediría a la autoridad que le agregáramos esta instrucción en el sentido de que, efectivamente, se clasifique de una manera que establece en las fracciones I y II del propio 137, el nombre de los denunciantes para no inhibir el tema de la denuncia, ¿por qué? Porque puede en poner en riesgo la vida, la seguridad, independientemente del estado de la denuncia, ese es un tema que podría poner en riesgo, dado que es una solicitud de acceso a la información pública, a las personas que hubiesen hecho las denuncias.

Entonces, ahí yo agregaría ese tema para su consideración.

Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Así como lo plantea el Comisionado, no, o sea, es decir, una vez que ya está concluidas, versión pública y vámonos y si no pues la reserva del asunto.

No, claro, claro, digamos, va a venir versión pública, ahora, si está cerrado el asunto pues va a ser una versión pública del tema ya, de lo que esté, de lo que esté, del testigo o de lo que sea, pues la versión pública.

Comisionado, por favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Pide denuncia de dos personas en específico o cualquier denuncia contra cuatro personas, las denuncias son el documento de presunción, el que inicia la averiguación previa ante notario público y yo creo que esa siempre va a ser reservada, lo que en todo caso se le puede dar es, que tal persona ya fue juzgada y ya quedó sentenciada, es decir, ya causó estado el asunto, pero no la denuncia en sí.

Pero la denuncia trae al denunciante, pero se puede saber a través de lo que denuncia, a través de los hechos que denuncia, en qué día, en qué lugar, por lugar, tiempo y forma, la persona al conocer la denuncia aunque traiga testado el nombre puede saber quién fue, y ese es el punto.

Entonces, lo que le debe de entregar al final del proceso es otro documento, pero no la denuncia, entonces, no podemos decir que en caso de que cause estado la denuncia, la denuncia no causa estado.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- No, aquí habla de ejercicio o no ejercicio.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Exactamente.

Es como nos lo había planteado la maestra, que dice: son las carpetas de investigación y ta, ta, una vez que, digamos, haya ejercicio o no ejercicio se puede hacer una versión pública de la averiguación, con esas características.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- También es un paso intermedio porque si se inicia la averiguación previa, si se decide el ejercicio de la acción penal todavía ahí no está decidido nada.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Sí, pero según nuestra ley, esa carpeta en versión pública, pues puede tener esa característica, digamos, un poco apegándonos a lo que dice la maestra en términos de sí, pero una vez que y con estas características.

Por favor, maestra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Y un punto adicional. Decía el Comisionado Torres que sin denunciante, sí efectivamente sin denunciantes, pero los denunciados sí se lo sabe, de hecho está en la resolución los denunciados.

Entonces, nada más, sí, lo que quiere saber es cuántas hay que hayan denunciado a esas personas, y quién y eso es lo que no le podríamos dar, el quién.

Gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Es como lo planteó, si ya digamos ha acabado esa fase de investigación pues se acepta, si no pues se reserva, así, un poco como, en lo que tiene que ver con las copias porque lo otro pues está bien el asunto y nada más habría que ajustar un poco la orden para que no hubiera procesamiento y todo lo que dice el estudio y cómo poderlo encausar por ahí.

Secretario Técnico, entonces, si no hay alguna otra cosa.

Haciendo estos ajustes, sí.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.1705/2017 de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal sea de sobreseer por improcedente lo relativo a los planteamientos novedosos y modificar, así como los ajustes señalados, favor de manifestarlo.
Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión que es el 1707/2017, el sujeto obligado la Procuraduría General de Justicia, ah, dice el Comisionado que sin lectura, que vamos directo a la reserva, por favor, si ustedes lo permiten, reserva.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias, porque es una cuestión nada más de redacción para precisar la orden porque está diciendo: “clasifique la información reservada como confidencial”, confunde ahí términos. Debe decir: “clasifique la información de acceso restringido como confidencial” para evitar cualquier confusión.

Es cuanto. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien.

Si no hay alguna otra consideración, por favor, señor Secretario Técnico para que lo pueda poner a consideración del Pleno.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información, RR.SIP.1707/2017 de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal sea el de modificar con los ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien. Vamos al siguiente recurso de revisión que es el 1720 y sus acumulados del sujeto obligado, el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México. 

Nuestra Directora de Asuntos  Jurídicos para presentarnos el proyecto.

C. ALEJANDRA LETICIA MENDOZA CASTAÑEDA.- Gracias, señor Presidente, con su venia.

Sujeto obligado: Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México. Expediente: RR.SIP.1720/2017 y acumulados.

Solicitud: 1. El número exacto de procedimientos que se encuentran en trámite ante todos los órganos jurisdiccionales que dependen del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, tramitados con fundamento en la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Distrito Federal, identificándolos por juzgado.
2. Cuántos procedimientos concluidos reportan los diferentes órganos jurisdiccionales que dependen del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, tramitados con fundamento en la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Distrito Federal, señalando el tiempo promedio de conclusión ante cada uno de los órganos jurisdiccionales, identificándolos perfectamente por juzgado.

Respuesta: el sujeto obligado manifestó al particular que después de haber realizado una exhaustiva gestión ante la Dirección de Estadística de la Presidencia, unidad concentradora de la información de la que se generan los datos estadísticos oficiales que proporciona el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, no tiene la información con la desagregación solicitada.

Es decir, hasta el momento no cuenta con registros compilados para ser procesados con fines estadísticos, según el desagregado que plantea en su solicitud el particular.

Recurso de revisión: el particular manifiesta que el sujeto obligado evade por completo proporcionar la información solicitada a pesar de que los requerimientos formulados son claros y precisos y el sujeto obligado argumentó una serie de razonamientos incorrectos, tratando de apoyar su evasiva en diversa normatividad inaplicable, evidenciando la violación a su derecho de acceso a la información pública a la que tiene derecho y que está obligado a tener en sus archivos, lo que hace presumir un actuar irregular y poco transparente para no proporcionar la información solicitada.

Llama la atención que el sujeto obligado notificó una ampliación de plazo, lo que parecía indicar la intención original de recopilar la información solicitada para poder entregarla en forma completa para después simplemente señalar que no la tiene, así que no motivó porque solicitó la ampliación de plazo.

Consideraciones del proyecto: del estudio realizado se llegó a la conclusión que el sujeto obligado debió de haber atendido todos y cada uno de los requerimientos formulados por parte recurrente, debido a que de acuerdo a su normatividad tiene atribuciones de tener en sus archivos los datos estadísticos solicitados, por lo que resulta ser fundado el agravio esgrimido por la parte recurrente y como consecuencia, lo procedente es revocar la respuesta impugnada y ordenarle que emita otra en la que atienda a todos y cada uno de los requerimientos solicitados con el grado de desagregación solicitado o de manera fundada y motivada, pronúnciese al respecto a su imposibilidad para hacerlo.

Es cuanto, señor Presidente.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Este recurso de revisión se lo ha reservado la maestra Elsa Bibiana Peralta Hernández,  a quien le cedo el uso de la palabra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Gracias, maestro 

Aquí no se coincide con el sentido del proyecto de revocar por lo siguiente, como se advierte, la información que se pide es de naturaleza estadística, el particular requiere información relacionada con número de expedientes en trámite y concluidos ante todos los órganos jurisdiccionales que dependan del Tribunal Superior de Justicia, que hayan sido tramitados de conformidad con la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Distrito Federal.

El sujeto obligado al dar respuesta alega imposibilidad por lo que el recurrente se agravia de tal situación, durante la sustanciación del recurso el sujeto obligado proporciona una respuesta complementaria en la cual funda y motiva de manera adecuada su imposibilidad de proporcionar la información en el grado de desagregación requerido por el particular y le entrega lo que procesa de la manera como lo hace.

Por lo que se propone que el sentido del proyecto sea el de sobreseer por quedar sin materia de conformidad con lo establecido en el Artículo 249, fracción II de la Ley de Transparencia.

Y este proyecto, traigo a colación de los primeros que reservamos que fue el 1690 donde se estableció ese criterio para la Delegación Gustavo A Madero, que no se procese que lo entregue en el grado o la manera en la que lo detenta, y se estableció aquí que se proporciona información en la manera que lo tiene y que se haga, sin que ello implique el procesamiento de la misma.

Entonces, en ese sentido y dado que es información estadística que le proporciona, aunque no en el grado de desagregación que él pide, pues que se tenga por entregada.

Es cuanto, gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Comisionados, está a su consideración la reserva hecha por la maestra en el sentido de sobreseer el recurso.

Adelante, maestra.

C. ELSA BIBIANA PERALTA HERNÁNDEZ.- Perdón, quisiera agregar un criterio que tenemos aquí, medio viejito pero que ha imperado en ese sentido, que señala: “al no existir disposición normativa expresa que imponga a los entes obligados la obligación de entregar la información solicitada en la forma desagregada requerida por el particular”, la autoridad no está obligada a proporcionarla y resulta suficiente con un pronunciamiento fundado y motivado al respecto para tener por satisfecho el requerimiento de la manera como lo entregó.

Es cuanto, gracias.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Sí, está un poco desfasado el criterio porque ahora nuestra ley dice: está bien, puedes no tenerla pero si tienes obligación normativa y no lo has hecho, hazlo, que digamos, es un poco la diferencia con el asunto del criterio  pero está bien, vamos al sobreseimiento, si ustedes no tienen inconveniente.
Señor Secretario Técnico, por favor.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.

Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución del recurso de revisión en materia de acceso a la información RR.SIP.1720/2017 y acumulados del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México sea el de sobreseer por quedar sin materia, por las consideraciones y ajustes aquí señalados, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy bien, hemos llegado al final, no de la sesión, sino de los recursos reservados por este Pleno.
Vamos ahora a los recursos de revisión en materia de acceso a la información pública que no  tienen comentarios.

Le voy a pedir a nuestro Secretario Técnico que los pueda poner a consideración de ustedes para poder sancionar los proyectos.

Por favor, señor Secretario Técnico.

C. RODRIGO MONTOYA CASTILLO.- Sí, señor Presidente.
Señora Comisionada, señores Comisionados, quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución de los recursos de revisión en materia de acceso a la información, todos ellos RR.SIP de 2017: 1600 de la Delegación Tlalpan; 1726 de la Delegación Gustavo A. Madero; 1742 de la Caja de Previsión de la Policía Auxiliar del Distrito Federal y 1776 de la Secretaría de Movilidad, sea el sentido de revocar, favor de manifestarlo.
Se aprueban por unanimidad.
Quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución de los recursos de revisión en materia de acceso a la información, todos ellos RR.SIP de 2017: 1721 de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal; 1745 de la Delegación Iztacalco; 1756 de la Policía Auxiliar del Distrito Federal; 1769 de la Consejería Jurídica y de Servicios Legales y 1778 de la Secretaría de Cultura, el sentido de modificar, favor de manifestarlo.

Se aprueban por unanimidad.

Quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución de los recursos de revisión en materia de acceso a la información, todos ellos RR.SIP de 2017: 1631 de la Delegación Benito Juárez; 1747 de la Secretaría de Finanzas; 1753 de la Delegación Gustavo A. Madero; 1774 de la Secretaría de Seguridad Pública; 1777 del Sistema de Transporte Colectivo y 1782 de la Secretaría de Finanzas, el sentido sea de confirmar, favor de manifestarlo.

Se aprueban por unanimidad.

Quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución de los recursos de revisión en materia de acceso a la información, RR.SIP.1729/2017 del Instituto de Verificación Administrativa del Distrito Federal, el sentido sea de sobreseer por improcedente, favor de manifestarlo.

Se aprueba por unanimidad.

Quienes estén de acuerdo que el sentido de la resolución de los recursos de revisión en materia de acceso a la información, todos ellos RR.SIP de 2017: 1639 de la Secretaría de Desarrollo Social; 1719 de la Delegación Álvaro Obregón; 1723 de la Agencia de Gestión Urbana de la Ciudad de México; 1728 de la Delegación la Magdalena Contreras; 1743 del Instituto Técnico de Formación Policial y 1770 de la Consejería Jurídica y de Servicios Legales, el sentido sea de sobreseer por quedar sin materia, favor de manifestarlo.

Se aprueban por unanimidad.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchísimas gracias.

Hemos ahora sí llegado a los recursos, al final de los recursos de revisión que hemos tenido a bien enlistar en esta sesión.

Agradecemos mucho la presencia y el trabajo de nuestra Directora de Asuntos Jurídicos, a Alejandra Mendoza Castañeda, muchas gracias.

Vamos ahora al último punto del Orden del Día, que consiste en Asuntos Generales, no hay Asuntos Generales registrados en esta sesión, por lo que al no haber otro asunto qué tratar y siendo las 21 horas con 12 minutos del 24 de octubre de 2017, se da por terminada la Trigésima Sexta Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, agradeciendo a todos por supuesto, su presencia, su trabajo, su aguante para esta sesión.

Muchísimas gracias, muy buenas noches y nos vemos la próxima semana.
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